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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Condena, accede. Caso detención de ciudadano en la vereda Guerima del municipio de Cumaribo durante operativo militar que lo señaló como presunto integrante de grupo guerrillero / DAÑOS CAUSADOS POR PRIVACIÓN ARBITRARIA DE LA LIBERTAD - Derecho a no ser vinculado como integrante del conflicto / INVESTIGACIÓN PENAL - Adelantada con falsos testimonios. Preclusión de la investigación / DAÑOS CAUSADOS POR IMPOSICIÓN DE MEDIDA DE ASEGURAMIENTO DE DETENCIÓN PREVENTIVA - A ciudadano durante operativo militar / DETENCIÓN MASIVA Y/O ARBITRARIA EN RAZÓN DEL CONFLICTO ARMADO - Detención o privación de la libertad masiva / PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD EN EJECUCIÓN DE OPERATIVO MILITAR - Operativo de captura adelantado por el DAS / DELITO DE REBELIÓN / DAÑOS CAUSADOS POR DIFUSIÓN DE INFORMACIÓN EN INVESTIGACIÓN PENAL A TRAVÉS DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN / GRAVE AFECTACIÓN O VIOLACIÓN A BIENES CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONALMENTE AMPARADOS - Deber de reparar. Reparación integral / DERECHO DE LIBERTAD PERSONAL / DERECHO A LA HONRA Y AL BUENO NOMBRE / PRINCIPIO DE DISTINCIÓN
[D]esde el punto de vista legal, jurisprudencial, constitucional y convencional, un informe del DAS no podía haber sido utilizado para privar de la libertad con justa causa al señor (…) y fundamentar exclusivamente con ello la medida de aseguramiento, pues en el contexto en que sucedió, se vulneró en su contra el Principio de Distinción y el derecho a no ser vinculado como integrante del conflicto armado interno por ser una persona ajena a las hostilidades. (…) Se extraña por demás, que si se trataba de una operación de grande calado político-militar e interés nacional en la que participaron distintas fuerzas armadas del Estado, con cubrimiento amplio en la televisión nacional, no se hayan aportado otras evidencias que permitieran dar cuenta de las actividades asociadas al del delito de rebelión y otros punibles, supuestamente encabezadas por el hoy demandante; por el contrario, se trata de piezas escuetas con muy poca credibilidad, una de las cuales no tenía valor probatorio alguno como para justificar la privación de la libertad de una persona. (…) Así las cosas, demostrado la ocurrencia del daño al demandante y su imputabilidad a la entidad demandada, se estructuran los elementos de la responsabilidad estatal y la correlativa obligación de indemnizar los perjuicios causados.

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR DETENCIÓN MASIVA Y/O ARBITRARIA EN RAZÓN DEL CONFLICTO ARMADO - Criterios para su análisis / GRAVE AFECTACIÓN O VIOLACIÓN A BIENES CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONALMENTE AMPARADOS EN CONTEXTO DE CONFLICTO ARMADO

Estos casos se caracterizan en su mayoría por: (i) el empleo de informes contra legem (aunado a declaraciones de cooperantes, informantes, desmovilizados y otros) como único o principal instrumento de judicialización; (ii) la vinculación a un proceso penal por el delito de rebelión y otros conexos al conflicto armado; (iii) una corta duración ante la escasez probatoria que impide continuar el proceso, seguida de preclusión, resolución inhibitoria u otra que cesa de la investigación por duda en relación a las imputaciones endilgadas; (iv) fallos en etapa de juicio que impone a fiscales, jueces y tribunales reconocer que se trata de casos con deficiencias o ausencia total de prueba; (v) los procesados han sido afectados por la guerra, población rural o urbana de barrios marginados: campesinos/as, jornaleros/as, indígenas, afrodescendientes o pequeños comerciantes del campo que viven en zonas apartadas y obligados/as por años a convivir con los actores armados, por lo tanto, son sujetos de especial protección constitucional.
GRAVE AFECTACIÓN O VIOLACIÓN A BIENES CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONALMENTE AMPARADOS EN CONTEXTO DE CONFLICTO ARMADO - Falsas acusaciones / CONFLICTO ARMADO - Periodo de análisis 2001 a 2008 / VIOLACIONES MASIVAS A DERECHOS HUMANOS E INFRACCIONES AL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO - Empleo sistemático o masivo de informes de inteligencia como prueba única / INVESTIGACIÓN PENAL ARBITRARIA - Vinculación a población civil  y comunidades rurales con grupos armados en el marco del conflicto armado: Falsos informes / INVESTIGACIÓN PENAL - Valoración probatoria de informes policiales / DELITO DE REBELIÓN / DELITO DE TERRORISMO / DELITO DE PORTE ILEGAL DE ARMAS / DOBLE VICTIMIZACIÓN
Ahora bien, (…) [en materia de la valoración de elementos probatorios en casos como el sub examine, se tiene que,] los informes fueron objeto de regulación tras la expedición de la Ley 906 de 2004, en tanto este códice procesal penal delimitó el alcance y contenido de los informes sujetándolos al control judicial por parte de la Fiscalía (…). Es así como el artículo 205 de la Ley 906 de 2004 permite actuaciones de Policía que se activan mediante querella, denuncia o noticia criminal, dichos “actos urgentes”, tales como: la inspección en el lugar del hecho, inspección de cadáver, entrevistas e interrogatorios, son diligencias que conforme a esta norma deben efectuarse con la debida identificación recolección y embalaje técnico de los elementos materiales probatorios y evidencia física, así como el registro escrito, grabación magnetofónica o fonóptica de las entrevistas e interrogatorios, pesquisas que se someterán a cadena de custodia. En cualquier caso, estas averiguaciones urgentes, (…) deberán ser puestos a disposición de la Fiscalía en un plazo máximo de treinta y seis (36) horas para que esa autoridad asuma la dirección y control de la investigación, luego, no se trata de “actos propios” sin sujeción legal al control judicial de la autoridad competente (…). Seguidamente (…) esa entidad realizará un programa metodológico conforme al cual dirigirá y coordinará la investigación y la asignación de funciones específicas a los integrantes de Policía Judicial para efectos del procedimiento a seguir, es decir, que estas actuaciones se encuentran supeditadas a la asignación de actividades de verificación e investigación por parte de la Fiscalía, (…). No obstante la taxatividad de las normas arriba transcrita y su precisión por la Corte Constitucional, encuentra la Sala que al estudiar el periodo que comprenden los años 2001 a 2008, la masividad de casos ocurridos y la gravedad de las conductas endilgadas a los procesados que implica las sanciones más severas previstas en el Código Penal (rebelión, terrorismo, porte ilegal de armas, entre otras), en relación con la precariedad o ausencia de pruebas legalmente obtenidas, resulta palmario que no se trata de casos aislados con aspectos comunes, sino de violaciones masivas a los derechos humanos, el derecho internacional humanitario, al derecho de gentes y los usos aceptados en el derecho consuetudinario de la guerra, que constituyen crímenes de guerra y de lesa humanidad, derivadas del uso indiscriminado de informes elaborados por distintas fuerzas armadas y seguridad del Estado para hacer figurar en ellos a población civil como parte del conflicto armado y dar la apariencia de legalidad a operativos de captura e imposición de medidas de aseguramiento. (…) Es así como la Sala ha recopilado apenas una pequeña muestra de casos de privación injusta de la libertad, en contra de quienes se acusó de pertenecer a algún grupo armado dentro del conflicto, pero a la postre se demostró eran civiles, debido a la escasez de medios de prueba con que se los vinculó a un proceso penal. En este caso, se repite el patrón común denominador del empleo sistemático o masivo de informes de inteligencia en donde incluso, han sido tomados como “prueba” única para vincular en este tipo de operativos a personas civiles y comunidades del rurales con grupos armados en el marco del conflicto armado, aduciéndose graves delitos, como rebelión y otros conexos a quienes se demostró que en ocasiones han sido víctimas de la insurgencia, generando doble victimización. 
PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE - Reconoce / PRESUNCIÓN DE ACTIVIDAD ECONÓMICA - Edad activa laboral o productiva / ACTIVIDAD ECONÓMICA - Explotación de establecimiento de comercio: Planta de tratamiento de agua. No se demostró salario devengado / PRESUNCIÓN DE SALARIO DEVENGADO - Salario mínimo legal mensual vigente

El actor solicitó por concepto de lucro cesante como administrador de unos establecimientos de comercio, el equivalente a (…) correspondientes al tiempo que cesó en sus oficios durante la detención. (…) Sin embargo, el actor no aportó elementos de convicción que permitieran inferir su ocupación laboral como administrador de establecimientos de comercio o de la planta de tratamiento de agua referida, circunstancia que impide reconocerle en esta sentencia tales erogaciones en forma distinta a las ya reconocidas por esta Corporación en donde se ha establecido que una persona en edad activa laboral, percibe al menos un salario mínimo legal mensual vigente, que será fijado con base al año 2018 e indemnizado por el periodo que permaneció detenido.

PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE DAÑO EMERGENTE - Niega / GASTOS DE HONORARIOS - No se demostró actuación del apoderado en proceso penal

[S]olicitó que se condenara a la demandada a pagar al demandante la suma (…) equivalente a los gastos en que tuvo que incurrir (…) con ocasión de la detención ilegal de que fue objeto. Al respecto, el demandante aportó una certificación del abogado (…) quien afirmó haber recibido por concepto de honorarios profesionales el dinero arriba referido, sin embargo, no consta en el expediente su actuación como defensor de la causa penal del actor, de tal modo que pueda corroborarse lo dicho con lo certificado, razón que impide que este concepto sea reconocido en la sentencia.
PERJUICIOS MORALES POR PRIVACIÓN INJUSTA O ARBITRARIA DE LA LIBERTAD - Reconoce 50 smlmv
[A]clara la Sala que para establecer el monto de la indemnización se tendrá en cuenta la pauta trazada a partir de la Sentencia del 6 de septiembre de 2001, expedientes n.º 13.232 y 15.646 en las que se fijaron dichos conceptos en salarios mínimos mensuales vigentes (…). Por otra parte, en relación con la cuantificación del perjuicio, para preservar garantizar el derecho de igualdad entre quienes acuden a la jurisdicción de lo contencioso administrativo con pretensiones similares, recientemente, mediante sentencia de 28 de agosto de 2014, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado estableció algunos criterios o baremos que deben ser tenidos en cuenta por el juzgador al momento de decidir el monto a indemnizar en razón de los perjuicios morales causados con ocasión de la privación injusta de la libertad, sin perjuicio de que puedan ser modificados cuando las circunstancias particulares del caso así lo exijan. (…) Ahora bien, según la demanda el señor (…) fue detenido el 1 de diciembre de 2003 y liberado el 26 de marzo de 2004, sin embargo, de lo demostrado en el plenario a través de la resolución de preclusión de la investigación que refirió la providencia que ordenó la detención preventiva y aquellas certificadas por el INPEC, esto sucedió del 11 de diciembre de 2003 al 26 de marzo de 2004, esto es, por un periodo superior a 3 meses e inferior a 6 meses (3.5 meses en total), razón por la que considera la Sala procedente indemnizar los perjuicios morales que sufrió en suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales.
INDEMNIZACIÓN POR DAÑO A LA SALUD - Durante privación de la libertad / DAÑO A LA SALUD - Prueba testimonial / DAÑO A LA SALUD CON OCASIÓN DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD - Reconoce 25 smlmv
El actor demostró mediante pruebas testimoniales haber padecido una afectación a su salud que al parecer fue diagnosticada como paludismo, y sin embargo, no fue atendido por el servicio de sanidad, ni se le suministraron los medicamentos para el efecto, contrario a lo dicho por el INPEC según el cual, debido a la corta instancia del demandante, no solicitó la revisión médica. Sin embargo, considera la Sala que dicha afectación ocurrió de forma inherente al hecho de haber sido privado de la libertad razón por la cual la Sala estima procedente su indemnización en cuantía equivalente a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL - Caso medida de aseguramiento de detención preventiva a ciudadano durante operativo militar / MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS - Concede, accede. Decreta / MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS - Término de cumplimiento: Seis 6 meses / MEDIDAS DE SATISFACCIÓN / MEDIDA DE PUBLICACIÓN DE LA SENTENCIA - Difusión en medio de comunicación RCN / DERECHO A LA RECTIFICACIÓN DE INFORMACIÓN - Sobre investigación penal / MEDIDA DE PUBLICACIÓN DE LA SENTENCIA - En diario de circulación oficial / MEDIDA DE PUBLICACIÓN DE DISCULPAS PÚBLICAS
[C]onsultando previamente el deseo de la víctima y el principio de consenso con esta, la Nación-Fiscalía General de la Nación, deberá con cargo a su presupuesto sufragar dos avisos, en el siguiente orden: (i) publicación en noticias “RCN televisión”, emisión del medio día, por ser el horario y el medio comunicativo en donde se difundieron las noticias incriminadoras que aquí se analizan; y (ii) pago en un diario nacional de amplia circulación nacional. Ambas publicaciones descritas serán efectuadas en un domingo que no podrá ser ulterior a seis meses  (6)  contados  desde la ejecutoria  de  esta providencia  y cuyo contenido mínimo será el siguiente: (i) corporación judicial que emite la orden, número del proceso, demandantes y entidad condenada; (ii) breve resumen de los hechos que dieron origen a los daños causados; (iii) reproducción de la parte resolutiva de esta providencia; (iv) el ofrecimiento de disculpas por parte de la Fiscalía General de la Nación publicado en los términos y noticias referidas en los incisos (i), (ii) y (iii) de este párrafo.
PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL - Caso medida de aseguramiento de detención preventiva a ciudadano durante operativo militar / MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS - Concede, accede. Decreta / MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS - Término de cumplimiento: Seis 6 meses / MEDIDAS DE SATISFACCIÓN A TRAVÉS DE ACTOS SIMBÓLICOS / MEDIDA DE ACTO DE DISCULPAS PÚBLICAS - Consentimiento de la víctima. Gastos a cargo de entidad condena
En los mismos términos antes referidos, en caso de querer el beneficiario de esta sentencia un acto oficial de reconocimiento de responsabilidad y ofrecimiento de perdón, la entidad demandada sufragará la realización de un evento público o privado en el lugar que será escogido por el señor (…) y que podrá ser comunicado directamente a la Fiscalía dentro de los seis (6) meses posteriores a la ejecutoria de la sentencia.
PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL - Caso medida de aseguramiento de detención preventiva a ciudadano durante operativo militar / MEDIDAS DE REPARACIÓN NO PECUNIARIAS - Concede, accede. Decreta / MEDIDAS DE SATISFACCIÓN A TRAVÉS DE ACTOS SIMBÓLICOS / MEDIDA DE INCLUSIÓN DE PROVIDENCIA EN EL REPOSITORIO DEL CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA - Si la víctima considera podrá hacer la remisión directa de la sentencia / DETENCIÓN MASIVA Y/O ARBITRARIA EN RAZÓN DEL CONFLICTO ARMADO / PRIVACIÓN INJUSTA O ARBITRARIA DE LA LIBERTAD
Si el demandante considera que su caso forma parte de una detención masiva y/o arbitraria en razón del conflicto armado, por haber sido vinculado un proceso penal por cuenta de la elaboración de informes de agentes estatales y posteriormente haber sido declarado en su favor el archivo de las diligencias, la cesación del procedimiento, la preclusión de la investigación, absolución, aplicación de indubio pro reo, o cualquier otra causal de libertad, sin que se haya comprobado las acusaciones contenida en informes, podrá solicitar y/o aportar directamente una copia física o magnética de su expediente al Centro Nacional de Memoria Histórica para de conservación de la memoria y el conocimiento de lo sucedido durante la guerra colombiana.
FUENTE FORMAL: LEY 906 DE 2004 - ARTÍCULO 205
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO (E)

Bogotá D.C., diecisiete (17) de septiembre de dos mil dieciocho (2018). 
Radicación número: 25000-23-26-000-2006-00914-01(44923)

Actor: LUIS ANDRÉS DÍAZ CARDONA
Demandado: NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia del 9 de diciembre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca por medio de la cual se denegaron las pretensiones del actor, providencia que será revocada.
SÍNTESIS DEL CASO

El actor se desempeñaba como administrador de unos negocios en la vereda Guerima, municipio de Cumaribo, Departamento del Vichada, hasta cuando fue capturado en su residencia el 1 de diciembre de 2003 por agentes del DAS quienes mediante informes lo señalaron de pertenecer a la guerrilla de las FARC. Agregó que su detención fue masiva junto con otras personas que fueron puestas a disposición de la Fiscalía General de la Nación y expuestas ante la opinión pública como integrantes de la subversión. Ante la falta de evidencias, el 26 de marzo de 2004 se revocó la medida de aseguramiento impuesta y el 15 de abril de 2009, precluyó la investigación en favor del accionante dando lugar a la demanda de reparación directa.
ANTECEDENTES
I. Lo que se pretende

1. Mediante escrito del 29 de marzo de 2006 ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el señor Luis Andrés Díaz Cardona, por intermedio de apoderado, presentó demanda contra la Nación-Fiscalía General de la Nación, la Nación- Rama Judicial-Consejo Superior de la Judicatura y la Nación-Ministerio de Justicia y del Derecho, en ejercicio de la acción de reparación directa, para que le fueran reconocidas las siguientes pretensiones (f. 4-6, c. 1):
PRIMERA: Que se declare patrimonialmente responsable a la demandada por los perjuicios materiales e inmateriales causados al demandante con ocasión de la detención injusta de que fue víctima el ciudadano LUIS ANDRÉS DÍAZ CARDONA, con motivo de la investigación que adelantó en su contra la Fiscalía Ciento Diez Especializada destacada ante el DAS y por la Unidad Nacional anti Narcóticos e Interdicción Marítima UNAIM, correspondiente al sumario n.º 734 UNAIM.
SEGUNDA: Que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a la demandada a pagar al demandante LUIS ANDRÉS DÍAZ CARDONA, la suma de DOCE MILLONES DE PESOS ($12. 000.000) o la que resulte probada dentro del proceso, actualizada a la fecha de la sentencia, con sus respectivos intereses desde el momento en que debió haber recibido, hasta la fecha en que se haga efectivo su pago, que equivale a la suma que éste dejó de percibir por concepto de salarios, comisiones, bonificaciones y demás emolumentos, al interior de los establecimientos de comercio que administraba para la época de su detención en la vereda GUERIMA, JURISDICCIÓN DEL MUNICIPIO DE CUMARIBO, DEPARTAMENTO DEL VICHADA.

TERCERA: Que como consecuencia de la declaración solicitada en la pretensión primera, se condene a la demandada a pagar al demandante LUIS ANDRÉS DÍAZ CARDONA, la suma de CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS ($4.800.000) Mcte., o la que resulte probada dentro del proceso, actualizada a la fecha de la sentencia con sus respectivos intereses desde el momento en que la desembolsó, hasta la fecha en que se haga efectivo su pago, que equivalen a los gastos en que tuvo que incurrir con ocasión de la detención ilegal de que fue objeto, y que se explican de manera detallada en el acápite de los “perjuicios causados”.

CUARTA: Que como consecuencia de la declaración solicitada en la pretensión primera, se condene a la demandada a pagar al demandante LUIS ANDRÉS DÍAZ CARDONA, la suma equivalente a DOS MIL GRAMOS ORO, calculada a la fecha en que efectivamente sea pagada o su EQUIVALENTE EN SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, es decir, 200 S.M.L.M.V para la época en que efectivamente sea pagada, a título de perjuicio moral.
QUINTA: Que como consecuencia de la declaración solicitada en la pretensión primera se condene a la demandada a pagar al demandante LUIS ANDRÉS DÍAZ CARDONA, una suma equivalente a DOS MIL GRAMOS ORO, O SU EQUIVALENTE, 200 S.M.L.M.V., calculada a la fecha en que sea efectivamente pagada, como resarcimiento del daño a la vida de relación de que fue objeto.

SEXTA: Que se condene en costas a la parte demandada.
SÉPTIMA: Que se ordene a la demandada dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 del C.C.A.
2. En otro acápite diferente al de las pretensiones, denominado “De los perjuicios causados”, solicitó por concepto de daño emergente la suma de cuatro millones ochocientos mil pesos M/cte. ($4.800.000), actualizados a la fecha de expedirse la sentencia, correspondientes al pago de honorarios del profesional del derecho que le asistió dentro del proceso penal. Por concepto de lucro cesante, solicitó en su favor el equivalente a doce millones de pesos ($ 12.000.000) dejados de percibir por sus trabajos como administrador de una discoteca, una residencia y una planta purificadora de agua en la vereda Guerima, municipio de Cumaribo-Vichada. Por concepto de perjuicios morales, solicitó que se indemnizara la suma de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Misma suma solicitó, por perjuicio a la vida de relación, derivada del hecho de que fue detenido durante las festividades de fin de año 2004 y no pudo estar con sus familiares y seres queridos (f. 22-23, 29-30, c. 1).
3. Según la demanda, el señor Luis Andrés Díaz Cardona, de oficio administrador de varios establecimientos en la vereda Guerima, municipio de Cumaribo, Departamento del Vichada, el 1 de diciembre de 2003 fue capturado en su domicilio por agentes de la Fiscalía General de la Nación y el Departamento Administrativo de Seguridad-DAS en medio de un operativo masivo y en el que se le informó que tenía en su contra una orden de captura expedida por la Fiscalía Delegada ante el DAS de Bogotá en la que se le imputó el delito de rebelión como presunto miliciano de la extinta guerrilla de las FARC.

4. Agregó que tras su detención fue trasladado a la ciudad de Bogotá junto con otros capturados que fueron presentados como integrantes de la insurgencia ante varios medios de comunicación televisivos y escritos de alcance local, regional y nacional, tales como “Noticias RCN” y el Diario “El País” de la ciudad de Cali, entre otros. 

5. Añadió que la Fiscalía le otorgó credibilidad a los informes del DAS y a los supuestos informantes que endilgaron acusaciones en contra de los procesados; acto seguido, el ente investigador profirió medida de aseguramiento sin beneficio de excarcelación en contra del demandante y otros trece (13) sindicados que fueron remitidos a la Penitenciaría Central de Colombia “La Picota”, desde el 1 de diciembre de 2003 y hasta el 29 de marzo de 2004, fecha en que recuperó la libertad.
6. Consecuencia de lo anterior, adujo haber sufrido quebrantos de salud que amenazaron su vida como consta en la historia clínica de la penitenciaría, afectando además a su familia quienes fueron estigmatizados por parte de su círculo social y laboral. Agregó que tras los hechos investigados tuvo que irse del país hacia la República Bolivariana de Venezuela, lugar en donde inició una nueva vida.
7. En relación a la investigación, manifestó que el DAS había elaborado el informe n.º 043 del 19 de febrero de 2003 conforme al cual dos presuntos desmovilizados de las FARC, de nombre Hugo Nelson Grisales Téllez y Yiber Estrada Tovar afirmaron que el actor integraba ese grupo insurgente, afirmaciones que posteriormente fueron objeto de contradicción por la defensa y que con ocasión del proceso se ordenó investigar disciplinariamente a los agentes de aquel organismo de estatal y en cuanto al supuesto declarante, mediante providencia del 26 de marzo de 2004 se ordenó que se le investigara por falso testimonio ante la Fiscalía Seccional 242 de Bogotá, radicado 761254, al parecer, por haberle mentido a la justicia (f. 19-20, c. 1).
8. Y en lo atinente al señor Hugo Nelson Grisales Téllez, cuyas declaraciones en el informe del DAS constituyeron el soporte de la medida de aseguramiento contra el señor Díaz Cardona, confesó en una diligencia judicial de ampliación de declaración inicial ante el interrogatorio de la defensa, que había recibido una suma de dinero por los agentes del DAS en un restaurante cercano a dicha institución, concluyendo de ese modo que dicha actuación constituía una falla del servicio (f. 20, c. 1). 
9. El actor fue procesado por la Fiscalía Sexta Especializada de la Subunidad de Terrorismo Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializado de Villavicencio por los delitos de homicidio agravado, rebelión, peculado por apropiación y falsedad ideológica en documento público, razón por la que el 28 de febrero de 2003 se dispuso la apertura de instrucción seguida de la expedición de orden de captura, actuación que se hizo efectiva el 30 de marzo de la misma anualidad y el 3 de abril siguiente se le impuso medida de aseguramiento privativa de la libertad junto con otras personas a quienes se les endilgó la comisión de los punibles referidos.

10. Afirmó que por la importancia política y militar con que fue presentada la investigación ante los medios de comunicación se asignó el proceso a la Fiscal 5ª Unidad Nacional de Antinarcóticos e Interdicción Marítima, despacho que tuvo a su cargo el proceso hasta finales de abril de 2004 cuando fue declarada insubsistente por el Fiscal General tras haber decretado la revocatoria de varias medidas de aseguramiento y excarcelaciones (f. 10, c. 1).
11. Finalmente, el 26 de marzo de 2004 la fiscalía de conocimiento, por medio de providencia decretó la revocatoria de la medida de aseguramiento imputas al actor y dispuso su libertad (f. 11, c. 1).
II. Trámite procesal

12. El 11 de abril de 2006, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante auto admitió la demanda (f. 37, c. 1). En la misma providencia el a quo consideró que los hechos y pretensiones de la demanda se dirigían en contra de la Fiscalía General de la Nación, y en extremo contrario, resultaban extrañas a la labor de la Nación-Rama Judicial-Consejo Superior de la Judicatura y la Nación-Ministerio de Justicia y del Derecho, razón por la que se dispuso notificar y vincular al ente investigador más no así a estos dos últimos.
13. El 24 de noviembre de 2009, la Nación-Fiscalía General de la Nación contestó la demanda en la que se opuso a la totalidad de las pretensiones (f. 90-97, 108-116, c. 1). Afirmó que en tanto la revocatoria de la medida de aseguramiento se había producido el 26 de marzo de 2004 a partir de allí se debía contabilizar el término de caducidad de la acción, concluyendo que para el momento de la presentación de la demanda, esto fue, el 26 de marzo de 2006, la misma adolecía de aquel fenómeno perentorio. 
14. Agregó que las actuaciones de la Fiscalía se ajustaron a los parámetros legalmente establecidos para imponer la medida cautelar, de donde se concluía que el demandante carecía de causa para demandar, ya que las pruebas recaudadas al momento de los hechos permitían privar de la libertad al seños Díaz Cardona. Afirmó que la actuación del ente investigador no fue arbitraria o desproporcionada y que la responsabilidad del Estado no podía analizarse en forma objetiva sino a la luz de los elementos constitutivos de una falla del servicio. 
15. Por otra parte, solicitó que se declarara la falta de legitimación en la causa por pasiva, ya que la medida de aseguramiento se produjo como consecuencia del cumplimiento de un mandato proferido por el legislador; adicionalmente propuso como excepción la inexistencia de daño patrimonial por falta de prueba ya que dentro del término para el efecto, el actor no demostró la causación de un decaimiento en su estado anímico y de salud de modo que se acreditaran los perjuicios de índole material y moral aludidos en la demanda (f. 116, c. 1).
16. Concluida la anterior etapa, mediante auto del 6 de octubre de 2011 el Tribunal Administrativo del Cundinamarca corrió traslado a las partes para que presentaran sus alegatos de conclusión (f. 138, c. 1).
17. El 31 de octubre de 2011, la Fiscalía presentó sus alegatos de conclusión (f. 139-154, c. 1). Afirmó que el Decreto 2700 de 1991 no establecía un régimen de responsabilidad objetivo, siendo carga de quien demandaba demostrar que hubo una falla del servicio o defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, agregando que en el caso examinado la demandada no obró de forma arbitraria, desproporcionada o violatoria de los procedimientos legales. Añadió que en contra del actor pesaba un caudal probatorio que lo incriminaba en la comisión de la conducta investigada y que la valoración probatoria que se hizo fue debidamente fundamentada y razonada, imponiéndose a la Fiscalía el deber de imponerle medida de aseguramiento.
18. Surtido el anterior trámite, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, dictó fallo de primera instancia el 9 de diciembre de 2011, en el que resolvió lo siguiente (f. 169-173, c. ppl.): 

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda de reparación directa, de conformidad con la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO: NO CONDENAR en cosas a la parte vencida.
TERCERO: RECONOCER personería para actuar a la abogada Martha Cecilia Gómez Acevedo.
CUARTO: Ejecutoriada la providencia LIQUÍDENSE por Secretaría los gastos del proceso DEVOLVIENDO los remanentes al interesado. Pasados dos años sin que hubieren sido reclamadas DECLÁRENSE la prescripción a favor de la Rama Judicial.
19. Según el a quo, con anterioridad a la vigencia de la Ley 270 de 1996 se aplicaba un régimen de imputación de carácter objetivo, no obstante, luego de esta norma, lo propio era analizar en cada caso el régimen de responsabilidad a seguir en aquellos casos en que la absolución se producía por la aplicación del principio in dubio pro reo con ocasión de la Ley 600 de 2000 y determinar si procedía por una adecuación objetiva o subjetiva por falla del servicio (f. 170, c. ppl.). 
20. Agregó que el título adecuado para resolver el caso bajo examen era el de falla probada del servicio, debiéndose demostrar los elementos constitutivos del mismo, en particular, la firmeza de la decisión causante del daño demandado que en su sentir era la providencia del 26 de marzo de 2004 que revocó la medida de aseguramiento; no obstante, adujo que aunque la Fiscalía mencionó dicha resolución al momento de calificar el mérito del sumario la misma no figuraba en el expediente.
21. Acto seguido, retomó las piezas probatorias aportadas por el demandante y concluyó que de las mismas no se desprendía la demostración de la falla del servicio alegada pues consideró que el actor demandó antes de establecerse la conclusión del proceso ya que la mera revocatoria de la medida de aseguramiento no culminaba la causa penal, aspecto que se determinaba con la ejecutoria de la decisión que pondría fin a la misma.
22. Aun así, el Tribunal estimó necesario efectuar un análisis de fondo para descartar si hubo privación injusta de la libertad, para lo cual volvió sobre las pruebas del expediente e indicó que con excepción de la providencia que calificó el mérito del sumario, no obraban en el expediente evidencias de una falla del servicio que derivara en responsabilidad patrimonial del Estado. Finalmente, agregó que para establecer lo antes referido, era menester que el actor aportara las decisiones que definieron su situación jurídica y aquella por la que se revocó la medida de aseguramiento, en copias autenticadas conforme lo establecía el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, así como la constancia de ejecutoria del auto que precluyó la investigación penal en aplicación del principio in dubio pro reo, advirtiendo que esa circunstancia había sido informada al accionante y no atendió el requerimiento del a quo, ante quien sostuvo que las resoluciones las había allegado junto con el escrito de la demanda.
23. Inconforme con la decisión del Tribunal, el 22 de mayo de 2012 el demandante presentó recurso de apelación contra la sentencia de 9 de diciembre de 2011, alzada que sustentó de la siguiente manera (f. 176-183, c. ppl.): en primer lugar, sostuvo que el delito por el cual fue detenido nunca pudo comprobársele; en segundo término, alegó que existían casos que contemplaban la posibilidad de declarar responsabilidad por privación injusta aún en aquellos casos de aplicación del principio in dubio pro reo, siempre que la persona afectada no estuviera en la obligación de soportarlo por descartarse el hecho exclusivo y determinante de la víctima en la causación del daño.
24. En tercer lugar, agregó que la investigación se basó exclusivamente en lo dicho en informes por presuntos informantes, que por demás, recibieron pago por parte de los agentes del DAS para influenciar en sus declaraciones, evidenciándose que la información no solo no era falaz sino ilícita, de donde no se le podía exigir al demandante que soportara en forma pasiva las consecuencias de una investigación como la que tuvo que afrontar, siendo que el mismo Estado procedió a decretar la revocatoria de la medida de aseguramiento ante la falta de fundamentos para sostenerla (f. 179, c. ppl.). 
25. Por lo anterior, manifestó que no podían calificarse como legales los elementos con que la Fiscalía le impuso la restricción de la libertad, pues en su parecer, la demandada obró apresuradamente, con base a información falsa elaborada por integrantes de la extinta agencia de seguridad mediante sobornos al señor Hugo Nelson Grisales, quien confesó su ardid ante la Fiscalía, señalando con nombre propio a los provocadores del fraude que derivó en su detención. En consecuencia, le correspondía a la accionada demostrar que el señor Díaz Cardona se comportó en forma tal que exonerara de responsabilidad a la Fiscalía pues de lo dicho a ese punto, no se observa una causa fehaciente que justificara su actuación. 
26. Agregó que la revocatoria de la medida impuesta se produjo por dos razones fundamentales: primero, porque no encontró la investigadora evidencia que comprometiera al actor en los ilícitos analizados; y segundo, porque los agentes del DAS, cuyo informe sirvió de basamento a la medida de aseguramiento estuvo viciada por el soborno que los mismos le hicieron al presunto declarante de cargo en contra del señor Díaz Cardona.

27. Por otra parte, manifestó su desacuerdo con la decisión del Tribunal de considerar que la demanda de reparación directa se dirigía contra la providencia del 26 de marzo de 2004 de la Fiscalía que revocó la medida de aseguramiento en atención a que esta no determinaba el fin del proceso penal, pues aunque reconoció que con la demanda no aportó la decisión que precluyó la investigación adujo que de las demás pruebas aportadas se desprendían los elementos estructurantes del daño antijurídico que no se está en el deber de soportar al tenor del artículo 90 Constitucional (f. 180-181, c. ppl.). 
28. También disintió del a quo en el sentido de que debía esperar hasta la culminación de la causa penal y no adelantarse a la acción de reparación, pues consideró que ello no era razón suficiente para negar las pretensiones al haber demostrado la privación de la libertad, las afectaciones padecidas y la no existencia de causales endilgables al actor para la merecer la detención. 
29. Finalmente afirmó que el a quo desconocía la presunción de inocencia y buena fe toda vez que la revocatoria de la medida de aseguramiento era el elemento demostrativo del daño antijurídico demandado; en la misma línea, alegó la vulneración del debido proceso, bajo el entendido de que la negación de pretensiones con base a que los requerimientos probatorios del fallador no fueron atendidos habiendo sido debidamente aportados, aunado a la afirmación del Tribunal de no haberlos recibido, era atentatorio del referido derecho fundamental, por lo que solicitó la revisión completa del libelo (f. 183, c. ppl.).
30. Admitido el anterior recurso (f. 185-189, c. ppl.) sin que la parte demandada se pronunciara, se corrió traslado a las partes y el Ministerio Público para que presentaran alegatos de conclusión
 (f. 190, c. ppl.). 
31. El 8 de febrero de 2013 la Fiscalía reiteró que el actor presentó demanda de reparación directa antes de saber cuál iba a ser la suerte final del proceso penal pues este no había fenecido en aquel momento, comoquiera que la mera revocatoria de la medida de aseguramiento no era constitutiva del daño (f. 195-199, c. ppl.). 

32. Agregó que el demandante aportó en copias simples las piezas procesales del proceso penal y no autenticadas como lo disponía la ley procesal vigente, razón por la que no podían tomarse como demostrados los hechos que en ellos se afirmaba (f. 199, c. ppl). 
CONSIDERACIONES

I. Competencia
33. La Sala es competente para resolver el presente caso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa, en razón a la naturaleza del asunto. La Ley 270 de 1996, “Estatutaria de la Administración de Justicia” abordó la responsabilidad del Estado en los eventos de error jurisdiccional, defectuoso funcionamiento de la administración de justicia y privación injusta de la libertad y determinó la competencia para conocer de tales asuntos en primera instancia en cabeza de los Tribunales Administrativos y en segunda instancia en el Consejo de Estado, sin que sea relevante lo relacionado con la cuantía
. 
II. Validez de los medios de prueba

34. Se valorarán los documentos aportados al proceso en copias simples, en cuanto no fueron tachadas por las partes, conforme con el criterio unificado de esta Corporación
. 
III. Hechos probados

35. Según las pruebas incorporadas al expediente, están debidamente acreditados en el proceso los siguientes hechos:
36. El 15 de abril de 2009 la Fiscalía calificó el mérito del sumario y decretó la preclusión de la investigación a favor de Luis Andrés Díaz Cardona y otros procesados por los delitos investigados (f. 183-207, c. 2). Como fundamentos de la decisión el ente investigador retomó que la investigación se produjo tras la expedición del informe del 19 de febrero de 2003 del DAS que señaló al hoy demandante como integrante de las FARC. Agregó que durante la ampliación de la declaración de Hugo Nelson Grisales Téllez el mencionado incurrió en varias contradicciones e incongruencias que le restaron credibilidad, en particular, el dicho según el cual el actor, quien presuntamente pertenecía a las FARC, acudía a los paramilitares para solucionar problemas. Entre otros apartes, sostuvo el acusador:
Entonces con lo expuesto y al no encontrar un respaldo en el marco probatorio obrante que estos ciudadanos en sí eran insurgentes puede dejar sin respaldo los testimonios los cuales se han venido analizando desde el mismo inicio de la investigación, se colocaron en tela de juicio los informes policiales que sirvieron de marco para estas actuaciones posteriormente sin que se hubiese acercado evidencia nueva, documental, pericial, testimonial o investigativo que cambiara el panorama que se tenía hasta el momento del cierre de la investigación lo que hace loable conforme a los principios de la sana crítica y teniendo en cuenta factores que fueron de análisis dentro de este proveído se procederá a la aplicación del principio in dubio pro reo a favor de los sindicados, consecuencia de ello ordenar la PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN a favor de (…) LUIS ANDRÉS DÍAZ ARDONA.
37. El 17 de julio de 2008, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario-INPEC expidió certificación de tiempo de reclusión del actor en establecimiento carcelario desde el 22 de diciembre de 2003 al 29 de marzo de 2004, fecha en que recuperó su libertad; dicho periodo coincide con aquel que se refirió en la providencia de la Fiscalía y en la demanda con lo cual los extremos de privación de la libertad se encuentran acreditados (f. 59, c. 1). 

38. En la misma fecha arriba referida, el INPEC certificó en otro oficio, que aquella entidad no poseía copia de la historia clínica del señor Díaz Cardona, al parecer por que este no solicitó los servicios de sanidad debido a la corta instancia del demandante bajo reclusión (f. 60-63, c. 1).
39. El 22 de julio de 2008, el Diario “El País” de Cali allegó copia del periódico de fecha 4 de diciembre de 2003 conforme a la cual en su página (A-5), costado inferior, informó: “Golpe a la estructura del negro Acasio en la frontera con Venezuela” y daba cuenta de la presunta captura de 14 integrantes de la otrora guerrilla de las FARC en un operativo realizado el 3 del mismo calendario en la vereda Guerima, Departamento del Vichada (f. 64, c. ppl.).
40. El 25 de agosto de 2008, la empresa RCN televisión aportó un CD contentivo de una emisión de noticias en la que se informó la realización de un operativo por agentes del ejército y el DAS en la vereda Guerima, Departamento del Vichada, en contra de estructuras de alias “El Negro Acasio” pertenecientes a las FARC (f. 65, c. 1), audiovisual que coincide en tiempo, espacio y con los hechos relacionados en la demanda.

41. El 13 de abril de 2010 ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca presentó declaración el señor Porfirio Ocoro León, de profesión médico y quien también fue detenido junto con el actor en los hechos investigados (f. 120, c. 1). Manifestó que en el sitio de reclusión estuvo con el señor Díaz Cardona a quien vio bastante enfermo y que el INPEC no solo no contaba con personal de salud apropiado para atender a los internos, sino que en el caso del demandante únicamente le suministraron acetaminofén. 
42. Añadió que observó en el hoy accionante la sintomatología típica de paludismo: cefalea, fiebre y debilidad para levantarse de la cama, ante lo cual le informó de dicha situación al servicio de salud que le hiciera la prueba de “gota gruesa”, recibiendo el rechazo de la institución por no contar con los elementos para realizarla. Agregó que cuando decidieron hacerle exámenes concluyeron positivo en paludismo por “plasmodium falsipara” (sic), pero no le brindaron el tratamiento o medicinas respectivo, por lo que tuvieron que comunicarse con un hermano del señor Díaz Cardona quien le llevó los medicamentos tres días después de los resultados. Finalmente, aseveró que aunque la vida del demandante no estuvo bajo riesgo, las secuelas cerebrales que podía dejar en su cuerpo la enfermedad sin tratamiento podían llegar a ser mortales y que en todo caso, el área de salud de “La Picota” fue pésimo pues sus funcionarios no conocían la enfermedad y el servicio no fue adecuado.
43. El 11 de junio de 2010, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró el señor Pastor Cortázar Cortázar, de profesión médico general, quien manifestó que estuvo detenido en el patio II del centro penitenciario “La Picota”, en Bogotá, en donde era frecuente que los guardias le consultaran sobre qué medicamentos o diagnósticos se le podían ofrecer a los internos. Durante el mes de diciembre de 2003 vio al hoy demandante ir varias veces ante los servicios de sanidad, manifestando cefalalgia, fiebres intermitentes y otros síntomas que eran tratados con acetaminofén y al parecer se decían que padecía de un dengue clásico. Pasados 15 días le sugirió que se practicara una serie de exámenes por posible paludismo el cual fue confirmado, pero el INPEC carecía de los medicamentos requeridos para el tratamiento. Añadió que la vida del actor corrió peligro en el centro de reclusión debido a una atención tardía en materia de salud ya que en medicina cualquier síntoma podía conllevar a algo más grave (f. 13, c. 3).
44. El 6 de febrero de 2006 el abogado Fermín Camargo Moreno certificó que recibió por concepto de honorarios como apoderado del demandante la suma de cuatro millones ochocientos mil pesos M/cte. $ (4.800 000) por su actuación dentro del proceso penal (f. 2, c. 3).
IV. Problema jurídico

45. Le corresponde a la Sala determinar si existe lugar a declarar la responsabilidad patrimonial del Estado por la privación de la libertad a la que fue sometido el señor Luis Andrés Díaz Cardona, teniendo en cuenta que fue detenido por agentes del extinto DAS el 11 de diciembre de 2003 hasta el 26 de marzo de 2004, cuando la medida de aseguramiento fue revocada por la Fiscalía en virtud de la aplicación del principio in dubio pro reo ante la falta de evidencias que lo comprometieran en la comisión de los punibles endilgados.
V. Análisis de la Sala

46. Se advierte que de conformidad con los elementos de prueba obrantes en el expediente, se encuentra acreditado el daño causado al demandante, comoquiera que se demostró que el señor Luis Andrés Díaz Cardona fue detenido preventivamente y posteriormente se revocó en su favor la medida de aseguramiento sin que se advierta que el mismo haya incurrido en alguna conducta que por culpa o dolo ameritara la privación de su libertad. 
47. En cuanto al régimen de responsabilidad aplicable en estos casos, se debe precisar que el fundamento legal de la responsabilidad a cargo del Estado por daños causados con ocasión de la privación injusta de la libertad estaba constituido inicialmente por el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, que disponía:
Indemnización por privación injusta de la libertad. Quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado indemnización de perjuicios. Quien haya sido exonerado por sentencia absolutoria definitiva o su equivalente porque el hecho no existió, el sindicado no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, tendrá derecho a ser indemnizado por la detención preventiva que le hubiese sido impuesta siempre que no haya causado la misma por dolo o culpa grave.

48. En interpretación de dicho artículo, el criterio de esta Corporación en relación con la responsabilidad que le asiste al Estado por los casos de injusta privación de la libertad, es el siguiente: 

En este orden de ideas, se señala que de manera unánime, la Sala ha adoptado el criterio conforme al cual quien hubiera sido sometido a medida de aseguramiento de detención preventiva, pero finalmente hubiera sido exonerado de responsabilidad mediante sentencia absolutoria definitiva o su equivalente
, con fundamento en que el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no era constitutiva de hecho punible, tiene derecho a la indemnización de los perjuicios que dicha medida le hubiera causado, sin necesidad de acreditar que la misma fue ilegal, errada, o arbitraria, dado que en dicha norma el legislador calificó a priori la detención preventiva como injusta. 
En otros términos, cuando en la decisión penal definitiva favorable al sindicado, el juez concluye que las pruebas que obran en el expediente le dan certeza de que el hecho no existió, o de que de haber existido, no era constitutivo de hecho punible, o de que el sindicado no fue el autor del mismo, la medida de aseguramiento de detención preventiva que en razón de ese proceso se le hubiera impuesto deviene injusta y por lo tanto, habrá lugar a declarar la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños que la misma le hubiera causado, tanto al sindicado, como a todas las demás personas que demuestren haber sido afectadas con ese hecho, sin que para llegar a esa conclusión, en los precisos términos del último aparte de la norma citada, se requiera realizar ninguna otra indagación sobre la legalidad de la medida de aseguramiento que le fue impuesta a aquél
.

49. No obstante lo anterior, es preciso advertir que para el momento en el que se impuso la medida de aseguramiento en contra Díaz Cardona, así como su posterior sentencia absolutoria, ya había entrado en vigencia la Ley 270 de 1996, cuyo artículo 68 establece que “[Q]uien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado la reparación de perjuicios”, norma que fue declarada exequible por la Corte Constitucional, bajo la siguiente condición: 

Este artículo, en principio, no merece objeción alguna, pues su fundamento constitucional se encuentra en los artículos 6, 28, 29 y 90 de la Carta. Con todo, conviene aclarar que el término “injustamente” se refiere a una actuación abiertamente desproporcionada y violatoria de los procedimientos legales, de forma tal que se torne evidente que la privación de la libertad no ha sido ni apropiada, ni razonada ni conforme a derecho, sino abiertamente arbitraria. Si ello no fuese así, entonces se estaría permitiendo que en todos los casos en que una persona fuese privada de su libertad y considerase en forma subjetiva, aún de mala fe, que su detención es injusta, procedería en forma automática la reparación de los perjuicios, con grave lesión para el patrimonio del Estado, que es el común de todos los asociados. Por el contrario, la aplicabilidad de la norma que se examina y la consecuente declaración de la responsabilidad estatal a propósito de la administración de justicia, debe contemplarse dentro de los parámetros fijados y teniendo siempre en consideración el análisis razonable y proporcionado de las circunstancias en que se ha producido la detención. (…) Bajo estas condiciones, el artículo se declarará exequible
.
50. Para la Sala, esa circunstancia no impide abordar la responsabilidad de la demandada con fundamento en el criterio expuesto. En efecto, la máxima corporación constitucional ha considerado que si bien el artículo 68 de la Ley 270 de 1996 se refiere a la responsabilidad patrimonial del Estado en los eventos en los cuales la actuación de cualquiera de sus ramas u órganos haya sido “abiertamente arbitraria”, dicha disposición no excluye la aplicación directa del artículo 90 de la Constitución para derivar el derecho a la reparación cuando los daños provienen de una actuación legítima del Estado adelantada en ejercicio de la actividad judicial, pero que causa daños antijurídicos a las personas, en tanto éstos no tengan el deber jurídico de soportarlos
:
Es importante precisar que las hipótesis establecidas en el artículo 414 del C.P.P. de 1991 (decreto ley 2700), al margen de la derogatoria de la disposición, han continuado rigiéndose por una perspectiva objetiva de responsabilidad. En consecuencia, el régimen aplicable para definir si la privación de la libertad fue injusta en estos tres supuestos es el objetivo, inclusive con posterioridad a la ley 270 de 1996, en los términos precisados por la jurisprudencia de la Corporación
. 
En consecuencia, la Subsección no avala una aplicación ultractiva del citado precepto legal (art. 414) que se encuentra derogado, sino de los supuestos que se regulaban de manera específica en el mismo. No quiere ello significar, entonces, que se estén modificando los efectos en el tiempo de una norma que se encuentra claramente abrogada. Sin embargo, en materia de responsabilidad patrimonial del Estado, por ser una institución donde rige el principio iura novit curia, es posible que el juez adopte o acoja supuestos de responsabilidad objetiva o subjetiva, lo cual dependerá del fundamento en que se soporte la misma. 
Es decir, cuando se absuelve al procesado porque el hecho no existió, no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, el régimen de responsabilidad es el objetivo y, por consiguiente, no será determinante a la hora de establecer la responsabilidad de la entidad demandada si actuó o no de manera diligente o cuidadosa.  
Lo anterior, lejos de suponer una aplicación ultractiva del derogado artículo 414 del decreto ley 2700 de 1991, implica el reconocimiento de que en esos supuestos resulta injustificado imponer al administrado la carga de acreditar que la administración pública incurrió en una falla del servicio. Por el contrario, la fuerza y contundencia de los motivos que generan la absolución en este tipo de circunstancias (el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o el hecho no constituía conducta punible), refuerza la idea de que bajo esas premisas impera un esquema objetivo de responsabilidad en el que la autoridad judicial que impuso la medida de aseguramiento no puede exonerarse del deber de reparar con la acreditación de que su comportamiento fue diligente o cuidadoso.
51. En síntesis, de conformidad con lo anteriormente expuesto, en tratándose de reparación administrativa por privación de la libertad según el Decreto 2700 de 1991, interpretado a la luz del artículo 68 de la Ley 270 de 1996, para calificar como “injusta o abiertamente arbitraria” la medida de aseguramiento demandada, deben concurrir, además del análisis razonable y proporcionado de las circunstancias en que se ha producido la misma, los siguientes elementos: (i) una responsabilidad de carácter objetivo en la que no es necesario probar que la autoridad judicial incurrió en algún tipo de falla; (ii) al afectado le basta con acreditar que contra él se impuso una medida privativa de la libertad en un proceso judicial; (iii) que culminó con una decisión que concluye que las pruebas obrantes en el expediente ofrecen certeza de que: (a) el hecho no existió; (b) que de haber existido la conducta, no era constitutiva de hecho punible; (c) que el sindicado no fue el autor del mismo; y finalmente, iv) que se le causó un daño antijurídico con ocasión de la detención porque según el análisis integral del proceso, el actor no tenía la obligación de soportar la medida. 

52. Adicionalmente, el fallador de la responsabilidad del Estado debe analizar, de oficio o a petición de parte
, la existencia de las causales de eximentes de responsabilidad del Estado, aplicables también en los regímenes objetivos de responsabilidad, y concluir, por ejemplo, que esta última se expuso, “de manera dolosa o culposa, al riesgo de ser objeto de una medida de aseguramiento de detención preventiva”
:
53. Tradicionalmente se ha considerado que, para que se configure alguna de las causales de exoneración (fuerza mayor, comportamiento doloso o gravemente culposo de la parte actora y el hecho exclusivo y determinante de un tercero(, se requiere la concurrencia de tres elementos: i) su irresistibilidad; ii) su imprevisibilidad y iii) su exterioridad respecto de la demandada
 y, en materia de privación injusta de la libertad, se ha entendido que la regla general cuenta con una subregla de carácter especial según la cual la conducta del demandante que exonera de responsabilidad es aquella que puede ser calificada de dolo o culpa grave
.

54. Así pues, al analizar el comportamiento determinante y exclusivo del demandante como causal eximente de responsabilidad en materia de privación injusta de la libertad, el juez de lo contencioso administrativo se limita a verificar que si la conducta que ahora, y desde la perspectiva civil, se califica como dolosa o gravemente culposa de la persona privada de la libertad, fue la que llevó a la autoridad correspondiente a imponer dicha privación, absteniéndose de valorar si, desde el punto de vista penal, esa conducta daba lugar o no a la detención.

55. Por último, el estudio de esa causal eximente de responsabilidad no puede, de ninguna manera, llevar a poner en entredicho la inocencia del sindicado -declarada ya por el juez competente para ello-, o el carácter injusto de la detención de la libertad padecida –derivado de la decisión final absolutoria-; aunque, sin lugar a dudas, sí supone admitir que dicha privación puede ser imputable a la misma víctima cuando quiera que, por haber actuado de forma dolosa o culposa, esto es, con incumplimiento de los deberes de conducta que le eran exigibles, se expuso al riesgo de ser objeto de una medida de aseguramiento de detención preventiva.
56. En el sub judice, se tiene que el proceso penal culminó con una providencia en la que se revocó la medida de aseguramiento al actor, seguida de preclusión de la investigación por duda por parte de la Fiscalía ya que los elementos con que fue detenido carecían de legalidad y consistencia, valga decir, el informe del 19 de febrero de 2003 del DAS contentivo de la declaración de un presunto reinsertado que al parecer recibió dinero por los agentes del extinto departamento de seguridad para influenciar su relato y que fue utilizado como fundamento para la captura; pero en lo que toca al demandante nunca se demostró una actuación dolosa o culposa en la causación del daño irrogado.
57. Ahora bien, advierte la Sala que el sub judice no reviste las características de una privación de la libertad ordinaria, sino que ella se enmarca dentro del contexto del conflicto armado interno, en un patrón de conducta sistemática, generalizada y encaminado a producir detenciones masivas en contra de la población civil, compuesta en su mayoría por habitantes de zonas rurales afectadas por la guerra, como los y las campesinas, jornaleros (as) y pequeños comerciantes agrarios que fueron víctimas de la elaboración de informes de distintas fuerzas armadas del Estado colombiano (DAS, Ejército, Policía Judicial, etc.), en las que en forma artificiosa se les hizo pasar como integrantes de grupos armados de la guerra colombiana, conllevando a la imposición de medidas de aseguramiento restrictivas de la libertad, aún en contravía de las disposiciones legales y jurisprudenciales que han proscrito su valor probatorio dentro de un proceso penal desde hace casi 20 años. 
58. Esto último, se explicará del siguiente modo: (i) breve historia de la doctrina “body count” y el uso de los informes como argucia que encubre graves violaciones a los derechos humamos y el derecho internacional humanitario; (ii) los tratados de derechos humanos y derecho internacional humanitario que prohíben vincular a la población civil en la guerra; (iii) los precedentes del derecho penal internacional y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación a los informes y las detenciones arbitrarias en el contexto de los conflictos armados; (iv) análisis de la norma penal en relación a los informes; (v) su examen por la Corte Constitucional; (vi) el caso concreto.
59. (i) En primer lugar, es preciso diferenciar los términos jurídicos que tipifican las conductas descritas en los tratados de derechos humanos que prohíben el involucramiento de la población civil en un conflicto armado
, de aquellos que en otros lenguajes no jurídicos, sino periodísticos o literarios, han sido empleados para referirse impropiamente a tales infracciones, como sucede con la expresión “falso positivo”, por tratarse de una práctica proveniente de la doctrina castrense norteamericana referida al “body count” o contabilización de los muertos en combate, siendo “positivas” aquellas que correspondan a las fuerzas del oponente y “negativas” a las propias
. 

60. Paradójicamente, el reciclaje de tales acepciones se remonta a la guerra de Vietnam, en donde oficiales del ejército estadounidense pusieron de presente las presiones que algunos altos mandos ejercían sobre sus tropas para mostrar resultados cuantificables que permitieran fabricar una matriz de opinión en la que los norteamericanos ganaban la guerra según los muertos del bando contrario que reportaban sus unidades; sin embargo, lo que ocultaban tales cifras era la vinculación de la población civil, blanco de diversos ataques armados y no armados, descritos como combatientes para legitimar el accionar militar y minimizar el impacto político y social del rechazo a los daños ocasionados contra las personas y bienes extrañas a las hostilidades
. 
61. De ahí que la expresión “falso positivo”, en sentido estricto, aludiría a informes con datos falsos en los que se reportan muertos, combatientes neutralizados, capturados u otra circunstancia de guerra en la que se presenta una supuesta ventaja o victoria; pero dicho más concretamente, cuando en ellos se aduce que la población civil es combatiente para darle apariencia de legalidad a un operativo o acto de guerra, ora inexistente o fallido, se comete una pluralidad de conductas infractoras de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, protegidos mediante tratados que prohíben bajo el principio de distinción, del cual nos encargaremos seguidamente, atacar a las personas y bienes que no forman parte de la guerra.
62. (ii) El principio de distinción forma parte del derecho de gentes, los usos y costumbres aceptadas por los pueblos organizados en sus formas de hacer la guerra, habida cuenta que no la prohíbe, sino que establece convenciones sobre límites a los medios, métodos empleados, así como la exclusión de personas y bienes que no deben ser nunca el flanco de ataques u operaciones, bajo el entendido que se puede hacer la guerra pero no de cualquier manera
. Su rastreo es tan antiguo que resulta posible encontrar cláusulas relativas al deber de no vincular a la población civil, sus bienes y quienes por razones de enfermedad, captura, heridas u otra circunstancia no pueden combatir, en instrumentos jurídico-políticos americanos de principios del siglo XIX
.
63. En la historia más próxima a las transformaciones e incorporación del principio de distinción al corpus iuris del derecho internacional, se aprecian las disposiciones de la Declaración de San Petersburgo, a cuyo tenor establece: “el único objetivo legítimo que los Estados deben proponerse durante la guerra es la debilitación de las fuerzas militares del “enemigo”
. Dicha norma fue reiterada en los sucesivos instrumentos jurídicos que regulan la guerra, llámese declaraciones, convenciones o tratados sin que resulte hoy relevante diferenciar si se trata de un conflicto armado internacional o nacional
.
64. Así por ejemplo, el principio de distinción se encuentra confirmado en la Convención de la Haya de 1899 y 1907 relativa a las leyes y usos de la guerra terrestre y su reglamento anexo, que aunque no indica que se deba hacer una distinción entre civiles y combatientes, su artículo 25, establece que se prohíbe “tacar o bombardear ciudades, pueblos, casas o edificios que no están defendidos”. Reiterado posteriormente tanto en el artículo III Común a los IV Convenios de Ginebra de 1949 conforme a la cláusula específica de los conflictos armados no internacionales que establece: 
(…) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable, basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna, o cualquier otro criterio análogo.
65. Con una referencia casi idéntica al mismo propósito de no atacar ni dirigir operaciones contra la población civil y sus bienes, en el Protocolo Adicional II de 1977 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados no internacionales se codificó la exclusión de la guerra frente a quienes no combaten o participan en las hostilidades.
 Artículo 13. Protección de la población civil  

1. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.
2. No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.

66.  Ahora bien, el modo en cómo debe entenderse el concepto de ataque u operación para efectos de los tratados antes descritos no debe darse en forma restringida e indicar que solo opera en el momento en que suceden los enfrentamientos militares, pues tal examen insular constituye una interpretación desconectada de las disposiciones de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario, el derecho penal internacional; la experiencia de dos conflagraciones mundiales y cientos de conflictos armados internos, así como los usos aceptados de los pueblos de la humanidad en torno a límites en cuanto a los métodos y medios escogidos para librar la guerra. 
67. Lo antes dicho, por cuanto el principio de distinción reviste un mandato de carácter preventivo y disuasivo, y no solo in bello, pues antes de librarse cualquier ataque u operativo, armado o no, el deber de las fuerzas enfrentadas consiste en discernir si el objetivo del ataque es una persona y/o bien de carácter civil, estos son: los que no participan directa o indirectamente de las hostilidades, y en consecuencia, adoptar las medidas de prevención, precaución, humanidad y proporcionalidad necesarias a fin de que las consecuencias de la guerra no afecten a estos en la mayor medida posible.
68. En ello, la Sala precisa el alcance del concepto mismo de ataque en materia de derecho internacional humanitario, para reiterar que no se circunscribe únicamente al empleo de las armas, sino también a métodos, usos y conductas constitutivas de diversas formas de violencia, sea física, por coacción, miedo o amenaza, entre las que se destacan las detenciones arbitrarias, las represalias, los tratos crueles y humillantes entre otras conductas sancionadas por el corpus iuris del derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho penal internacional. 
69. Así por ejemplo, el mencionado Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados no internacionales de 1977 establece en su artículo 13, párrafo 2:
  Artículo 13. Protección de la población civil  

2. No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.

70. Dicha reiteración de exclusión de la población civil ha sido establecida sin reparos al tipo de conflicto. Por ejemplo, el Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 1977 dispone en su artículo 49:
1. Se entiende por ataques los actos de violencia contra el adversario, sean ofensivos o defensivos.
71. Seguidamente, en el artículo 51, párrafos 2 y 6 del mismo tratado precisan respectivamente:
2. No serán objeto de ataque la población civil como tal ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil (…)

6. Se prohíben los ataques dirigidos como represalias contra la población civil o las personas civiles.
72. Por su parte, en lo que respecta al Estatuto de la Corte Penal Internacional (conocido como Estatuto de Roma, 1998) precisa el concepto de crímenes de lesa humanidad en el artículo 7, párrafo 1 de la siguiente manera: 
[C]ualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque (…)

e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional; (…)

h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte; (…)

A los efectos del párrafo 1: 

a) Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de conducta que implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer ese ataque o para promover esa política; (…)
73. A su vez el artículo 8 del mismo códice antes referido, considera que: “Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil como tal o contra civiles que no participen directamente en las hostilidades”, constituye un crimen de guerra en los conflictos armados no internacionales”
. 
74. (iii) De la transcripción de las normas arriba referidas, resulta claro que para que sea declarada la violación del principio de distinción no es necesario que haya ocurrido un enfrentamiento armado, pues como se ha comentado en párrafos precedentes, los ataques también pueden revestir la forma de detenciones masivas y/o arbitrarias en el contexto del conflicto armado, en desconocimiento de normas de derecho interno e internacional que protegen garantías fundamentales, inclusive, a través del uso de los informes de “inteligencia”, material inherente a una guerra que por su propia “naturaleza”, si bien se considera aceptado, ha sido objeto de especificación normativa en el derecho de la guerra
.
75. Un ejemplo de lo anterior lo constituyen los precedentes internacionales del derecho penal internacional que castigaron las detenciones masivas y arbitrarias en los casos de las “Guerras Yugoslavas” (1991-2001), escenarios en los que por su inenarrable crueldad, los vejámenes trascendieron al ámbito de ofensas contra toda la comunidad humana. Al respecto, en lo que toca a los campos de detención de Celibici en los que de forma indiscriminada, arbitraria e ilegal se detuvo a combatientes y a población civil injustamente vinculada al conflicto, se adujo
:
(…) El Estatuto de la Corte Penal Internacional en este punto no hace más que codificar el derecho internacional general aun cuando –valga señalar- en este texto expresamente se admita que la aprehensión, la detención o el secuestro de personas que constituye un crimen de lesa humanidad de competencia de este Tribunal puede llevarse a cabo no sólo como parte de una política de Estado sino también de una organización política (…). 
76. Como precedentes del Sistema Interamericano, se conoce que el Estado colombiano, en el mismo periodo que aquí se analiza, fue condenado internacionalmente por actos propios del conflicto armado en los que se vinculó a la población civil como actores de la guerra y fundamentando con ello detenciones que no solo fueron ilegales e injustas desde el punto de vista de las normas de derecho penal y administrativo, sino que fueron concurrentes con graves infracciones de disposiciones de derechos humanos y el derecho internacional humanitario. 
77. De esta especie es el caso la sentencia de 22 de noviembre de 2016 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos “Caso Yarce y otras vs. Colombia”
. En esta ocasión el Estado colombiano fue condenado por la violación del derecho a la vida, integridad personal, dignidad humana, libertad y otros bienes protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con ocasión de la “Operación Orión”, llevada a cabo entre el 16 al 22 de octubre de 2002 por agentes estatales en el sector de la Comuna 13 de Medellín con participación de grupos paramilitares en los que se detuvo arbitrariamente a personas civiles y defensoras de derechos humanos, se iniciaron procesos penales con violación de garantías fundamentales y se causó muerte violenta por desaparición forzada, tortura y otros crímenes a un número aún no determinado de personas inocentes
. 
78. Al respecto, las señoras María del Socorro Mosquera, Mery Naranjo Jiménez y Ana Teresa Yarce, sufrieron detenciones arbitrarias y la última mencionada, fue asesinada con posterioridad a su detención y señalamiento como miliciana de las extintas FARC en un informe recaudado por las fuerzas del Estado:
[E]ste Tribunal nota que en la época de la detención de las presuntas víctimas se vivía un conflicto armado en el cual, por un lado, las mujeres se encontraban en una condición de vulnerabilidad, y por otro, los defensores de derechos humanos eran objeto de amenazas, persecución y estigmatización. Al respecto, la Relatora Especial sobre la situación de los defensores de los derechos humanos, destacó en su informe que “grupos de paramilitares no desmovilizados y nuevos grupos armados ilegales también han llevado a cabo campañas de difamación contra los defensores de los derechos humanos, obstaculizando su labor”. Además, la Relatora indicó que fue “inform[ada] repetidamente […] de los procedimientos penales abiertos sin fundamento contra defensores de los derechos humanos por delitos contra el orden constitucional ("rebelión") y la seguridad pública ("terrorismo"), sobre la base de informes de […] testigos nada fiables” y manifestó que esta tendencia era muy dañina para la labor de los defensores. En el presente caso las señoras Mosquera, Naranjo y Yarce fueron detenidas de forma ilegal y arbitraria al ser señaladas por dos vecinos como “milicianas o guerrilleras”, permaneciendo privadas de libertad por nueve días, durante los cuales se abrió un proceso penal que se basó en declaraciones de testigos poco fiables fundadas en “rumores públicos”, aunque finalmente no se encontró fundamento o justificación alguna para su procesamiento.
79. (vi) En el ámbito nacional, se tiene la Ley 504 de 1999
, la sentencia C-392 de 2000
 y C-1315 de 2000
 que excluyen el valor probatorio de los informes dentro de un proceso penal, pues, confrontados en un examen de constitucionalidad, se desprende que no tienen la entidad de desvirtuar la presunción de inocencia de los inculpados toda vez que son practicados a espaldas de la persona contra quien se dirigen las acusaciones y por tanto, no han pasado por un contradictorio que garantice el debido proceso y publicidad de las actuaciones estatales. Efectivamente, el artículo 50 de la Ley 504 de 1999 establece:
En ningún caso los informes de la Policía Judicial y las versiones suministradas por informantes tendrán valor probatorio en el proceso.

(ii) Por su parte, en la sentencia C-392 de 2000, la Corte Constitucional dispuso:
 
Negación de valor probatorio a los informes de la Policía Judicial.
El art. 50 incorpora un inciso final al art. 313 del C.P.P., en el sentido de señalar que en ningún caso los informes de la Policía Judicial y las versiones suministradas por informantes tendrán valor probatorio en el proceso.
 
La mencionada disposición se ajusta plenamente a la Constitución, en la medida en que no le asigna valor probatorio a los mencionados informes y versiones, por tratarse de actuaciones extraprocesales no controvertidas por las personas a las cuales se podían oponer dentro del proceso (…) 
Si el legislador al diseñar las reglas del debido proceso conforme al art. 29 de la Constitución puede determinar cuáles son los medios de prueba admisibles, igualmente está facultado para que en ciertos casos pueda disponer que un determinado instrumento probatorio no es idóneo como prueba dentro de un proceso (…)
En el presente caso la finalidad buscada por el legislador es legítima, pues tiene su fundamento en el art. 29 de la Constitución que consagra la presunción de inocencia, la cual solamente puede ser destruida cuando se incorporan legal y regularmente al proceso pruebas que el sindicado esta en la posibilidad de controvertir.
Los informes de la Policía si bien muchas veces revelan situaciones objetivas que han verificado sus agentes, en otras, son producto de indagaciones con terceros, muchas veces indeterminados, que estructuran conjeturas o apreciaciones que materialmente no son idóneos para fundar una prueba; pero en todo caso en su producción no intervienen las personas sindicadas que pueden verse afectados por ellos.
El legislador ha descartado el valor probatorio de dichos informes sobre la base de conveniencias políticas, que él libremente ha apreciado, como podrían ser la unilateralidad de éstos, y la de evitar que los funcionarios que deban juzgar se atengan exclusivamente a éstos y no produzcan otras pruebas en el proceso, en aras de la búsqueda de la verdad real, con desconocimiento de los derechos de los sindicados. (…)
Sin embargo, lo anterior no obsta para que el funcionario judicial competente pueda, a partir de dichos informes, producir dentro del proceso la prueba que se requiera para establecer la realidad y veracidad de los hechos que son relevantes en éste, la cual naturalmente puede ser controvertida por el sindicado. Pero se anota que lo que dicho funcionario puede valorar es la prueba producida regularmente en el proceso, más no los mencionados informes (se destaca).
80. Ahora bien, sin que mutaran las anteriores razones de la Corte Constitucional
, los informes fueron objeto de regulación tras la expedición de la Ley 906 de 2004, en tanto este códice procesal penal delimitó el alcance y contenido de los informes sujetándolos al control judicial por parte de la Fiscalía señalando los términos, plazos y circunstancias en que la Policía en su función judicial puede hacer uso de estos instrumentos de tal modo que en cumplimiento de aquella potestad no se desborde causando violaciones a derechos y garantías fundamentales.
81. Es así como el artículo 205 de la Ley 906 de 2004 permite actuaciones de Policía que se activan mediante querella, denuncia o noticia criminal, dichos “actos urgentes”, tales como: la inspección en el lugar del hecho, inspección de cadáver, entrevistas e interrogatorios, son diligencias que conforme a esta norma deben efectuarse con la debida identificación recolección y embalaje técnico de los elementos materiales probatorios y evidencia física, así como el registro escrito, grabación magnetofónica o fonóptica de las entrevistas e interrogatorios, pesquisas que se someterán a cadena de custodia. En cualquier caso, estas averiguaciones urgentes, entre las que podemos contar la elaboración de un informe de policía judicial deberán ser puestos a disposición de la Fiscalía en un plazo máximo de treinta y seis (36) horas para que esa autoridad asuma la dirección y control de la investigación, luego, no se trata de “actos propios” sin sujeción legal al control judicial de la autoridad competente:

ARTÍCULO 205. ACTIVIDAD DE POLICÍA JUDICIAL EN LA INDAGACIÓN E INVESTIGACIÓN. Los servidores públicos que, en ejercicio de sus funciones de policía judicial, reciban denuncias, querellas o informes de otra clase, de los cuales se infiera la posible comisión de un delito, realizarán de inmediato todos los actos urgentes, tales como inspección en el lugar del hecho, inspección de cadáver, entrevistas e interrogatorios. Además, identificarán, recogerán, embalarán técnicamente los elementos materiales probatorios y evidencia física y registrarán por escrito, grabación magnetofónica o fonóptica las entrevistas e interrogatorios y se someterán a cadena de custodia.

Cuando deba practicarse examen médico-legal a la víctima, en lo posible, la acompañará al centro médico respectivo. Si se trata de un cadáver, este será trasladado a la respectiva dependencia del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses o, en su defecto, a un centro médico oficial para que se realice la necropsia médico-legal.

Sobre esos actos urgentes y sus resultados la policía judicial deberá presentar, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, un informe ejecutivo al fiscal competente para que asuma la dirección, coordinación y control de la investigación.

En cualquier caso, las autoridades de policía judicial harán un reporte de iniciación de su actividad para que la Fiscalía General de la Nación asuma inmediatamente esa dirección, coordinación y control.

82. Seguidamente a la realización de los actos urgentes, debidamente descritos, individualizados y/o embalados técnicamente según sea el caso, y una vez la Fiscalía los ha recibido dentro del plazo que la norma transcrita establece, esa entidad realizará un programa metodológico conforme al cual dirigirá y coordinará la investigación y la asignación de funciones específicas a los integrantes de Policía Judicial para efectos del procedimiento a seguir, es decir, que estas actuaciones se encuentran supeditadas a la asignación de actividades de verificación e investigación por parte de la Fiscalía, respetando la primacía de las garantías fundamentales de los indiciados, de tal modo que a falta de la observancia de dichas reglas se está ante un uso indebido o ilegal de estos elementos:

ARTÍCULO 207. PROGRAMA METODOLÓGICO. Recibido el informe de que trata el artículo 205, el fiscal encargado de coordinar la investigación dispondrá, si fuere el caso, la ratificación de los actos de investigación y la realización de reunión de trabajo con los miembros de la policía judicial. Si la complejidad del asunto lo amerita, el fiscal dispondrá, previa autorización del jefe de la unidad a que se encuentre adscrito, la ampliación del equipo investigativo.

Durante la sesión de trabajo, el fiscal, con el apoyo de los integrantes de la policía judicial, se trazará un programa metodológico de la investigación, el cual deberá contener la determinación de los objetivos en relación con la naturaleza de la hipótesis delictiva; los criterios para evaluar la información; la delimitación funcional de las tareas que se deban adelantar en procura de los objetivos trazados; los procedimientos de control en el desarrollo de las labores y los recursos de mejoramiento de los resultados obtenidos.

En desarrollo del programa metodológico de la investigación, el fiscal ordenará la realización de todas las actividades que no impliquen restricción a los derechos fundamentales y que sean conducentes al esclarecimiento de los hechos, al descubrimiento de los elementos materiales probatorios y evidencia física, a la individualización de los autores y partícipes del delito, a la evaluación y cuantificación de los daños causados y a la asistencia y protección de las víctimas. 

Los actos de investigación de campo y de estudio y análisis de laboratorio serán ejercidos directamente por la policía judicial.
83. No obstante la taxatividad de las normas arriba transcrita y su precisión por la Corte Constitucional, encuentra la Sala que al estudiar el periodo que comprenden los años 2001 a 2008, la masividad de casos ocurridos y la gravedad de las conductas endilgadas a los procesados que implica las sanciones más severas previstas en el Código Penal (rebelión, terrorismo, porte ilegal de armas, entre otras), en relación con la precariedad o ausencia de pruebas legalmente obtenidas, resulta palmario que no se trata de casos aislados con aspectos comunes, sino de violaciones masivas a los derechos humanos, el derecho internacional humanitario, al derecho de gentes y los usos aceptados en el derecho consuetudinario de la guerra, que constituyen crímenes de guerra y de lesa humanidad, derivadas del uso indiscriminado de informes elaborados por distintas fuerzas armadas y seguridad del Estado para hacer figurar en ellos a población civil como parte del conflicto armado y dar la apariencia de legalidad a operativos de captura e imposición de medidas de aseguramiento.
84. Es así como la Sala ha recopilado apenas una pequeña muestra de casos de privación injusta de la libertad, en contra de quienes se acusó de pertenecer a algún grupo armado dentro del conflicto, pero a la postre se demostró eran civiles, debido a la escasez de medios de prueba con que se los vinculó a un proceso penal. En este caso, se repite el patrón común denominador del empleo sistemático o masivo
 de informes de inteligencia
 en donde incluso, han sido tomados como “prueba”
  única para vincular en este tipo de operativos a personas civiles y comunidades del rurales
 con grupos armados en el marco del conflicto armado, aduciéndose graves delitos, como rebelión y otros conexos a quienes se demostró que en ocasiones han sido víctimas de la insurgencia, generando doble victimización
:
[La] Fiscalía Sexta Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Valledupar al calificar el mérito del sumario resolvió precluir la investigación en contra de Silver Emilio Carmona Escobar y otros, por considerar que:

 [S]e aporta declaración jurada del mismo Montaño Soto ante la Fiscalía Cuarta, donde pone en duda la veracidad de sus dichos y las propias judicializaciones de que en esta investigación hace gala, cuando bajo juramento manifiesta, “lo que pasa es que hay muchas autoridades que para decirlo así, dar un positivo le colocan cualquier alias a una persona, inclusive lo pueden meter en el orden de batalla o siendo así las cosas…”, en otro aparte dice: “las autoridades algunas ponen a ciertas personas, las cuales  se hacen llamar reinsertados o que pertenecían a alguna organización a veces no siendo así y lo ponen a declarar en contra de personas que no tienen que ver nada con la subversión para realizar un positivo”, el otro aparte refiriéndose a la organización declara, al interrogársele si conoce a determinada persona, contesta, “No lo conozco, como anteriormente lo expresé allá las personas no se logran conocer directamente por los nombres, sino por los alias”, hay que sumarle el interés que tiene cada reinsertado al declarar en los beneficios que ello le representa, entonces fundadamente surge la duda sobre la credibilidad de esos reinsertados, más aún si no hay pruebas que las corroboren, como ocurre en el caso que nos ocupa, donde se denuncian cúmulo de actividades subversivas en forma más que todo genéricas, sin especificaciones personales concretas, en cuanto al tiempo, el lugar, que dificulta apreciarlas de manera convincente y que siendo prácticamente única prueba de cargos y en las circunstancias señaladas como propias de actividades subversivas  no constituye el mérito para proferir resolución de acusación (….)  en consecuencia es evidente que no se cumplen los requisitos del Art. 397 del C.P.P. para acusar. (…).

85. En otro caso conocido por esta Corporación, por los mismos hechos, tiempo y modalidad de detenciones arbitrarias, e incluso, con base al mismo informante mencionado en la anterior providencia sostuvo:

Narra la demanda que en contra del señor Silver Emilio Carmona Escobar “los organismos del estado, adelantaron una perversa persecución”, dado que con fundamento en supuestas denuncias anónimas e informes de fuentes humanas no identificadas ha sido encarcelado en tres (3) oportunidades, en todas ellas comprobándose su inocencia. Señalan que en esta ocasión, producto de las investigaciones llevadas a cabo por el Jefe de Grupos de Armados Ilegales de la SIJÍN se vinculó a la investigación por el delito de rebelión y se le libró orden de captura por parte de la Fiscalía Novena Seccional U.R.I. de Valledupar el 25 de abril de 2006.

Argumenta que la captura y sus circunstancias produjeron en la víctima directa y en su familia estigmatización social, profundo abatimiento, decepción y humillación al ser presentado como delincuente de alta peligrosidad, lo que de paso afectó su reputación pública y su buen nombre. Todo ello constituye una falla en el servicio que derivó en la privación injusta, basada en un informe mentiroso que tenía por fin mostrar falsos positivos en la lucha contra la subversión, a costa de su libertad, su inocencia y gastos para su defensa judicial, sin que le asistiera deber jurídico alguno de soportar los daños ocasionados (…)
En el presente caso está debidamente documentado que el señor Silver Emilio Carmona Escobar fue capturado con fundamento en los señalamientos de un reinsertado, cuya versión no resistió el más leve examen de objetividad probatoria, pues la misma, al parecer se relacionaba con la vejaminosa práctica de inculpar para obtener beneficios, dentro de la perversa e ilógica sistemática de los denominados “falsos positivos”. 

86. Estos casos se caracterizan en su mayoría por: (i) el empleo de informes contra legem (aunado a declaraciones de cooperantes, informantes, desmovilizados y otros) como único o principal instrumento de judicialización; (ii) la vinculación a un proceso penal por el delito de rebelión y otros conexos al conflicto armado; (iii) una corta duración ante la escasez probatoria que impide continuar el proceso, seguida de preclusión, resolución inhibitoria u otra que cesa de la investigación por duda en relación a las imputaciones endilgadas; (iv) fallos en etapa de juicio que impone a fiscales, jueces y tribunales reconocer que se trata de casos con deficiencias o ausencia total de prueba; (v) los procesados han sido afectados por la guerra, población rural o urbana de barrios marginados
: campesinos/as, jornaleros/as, indígenas, afrodescendientes o pequeños comerciantes del campo que viven en zonas apartadas y obligados/as por años a convivir con los actores armados, por lo tanto, son sujetos de especial protección constitucional
. 
87. De conformidad con lo anteriormente expuesto, desde el punto de vista legal, jurisprudencial, constitucional y convencional, un informe del DAS no podía haber sido utilizado para privar de la libertad con justa causa al señor Luis Andrés Díaz Cardona y fundamentar exclusivamente con ello la medida de aseguramiento, pues en el contexto en que sucedió, se vulneró en su contra el Principio de Distinción y el derecho a no ser vinculado como integrante del conflicto armado interno por ser una persona ajena a las hostilidades.
88. Se extraña por demás, que si se trataba de una operación de grande calado político-militar e interés nacional en la que participaron distintas fuerzas armadas del Estado, con cubrimiento amplio en la televisión nacional, no se hayan aportado otras evidencias que permitieran dar cuenta de las actividades asociadas al del delito de rebelión y otros punibles, supuestamente encabezadas por el hoy demandante; por el contrario, se trata de piezas escuetas con muy poca credibilidad, una de las cuales no tenía valor probatorio alguno como para justificar la privación de la libertad de una persona.
89. Así las cosas, demostrado la ocurrencia del daño al demandante y su imputabilidad a la entidad demandada, se estructuran los elementos de la responsabilidad estatal y la correlativa obligación de indemnizar los perjuicios causados.
VII. Liquidación de perjuicios 

90. En la demanda, el actor solicitó por concepto de lucro cesante como administrador de unos establecimientos de comercio, el equivalente a doce millones de pesos M/cte., ($12.000.000) correspondientes al tiempo que cesó en sus oficios durante la detención.
91. Sin embargo, el actor no aportó elementos de convicción que permitieran inferir su ocupación laboral como administrador de establecimientos de comercio o de la planta de tratamiento de agua referida, circunstancia que impide reconocerle en esta sentencia tales erogaciones en forma distinta a las ya reconocidas por esta Corporación
 en donde se ha establecido que una persona en edad activa laboral, percibe al menos un salario mínimo legal mensual vigente, que será fijado con base al año 2018 e indemnizado por el periodo que permaneció detenido, esto es 3.5 meses, equivalentes a dos millones setecientos treinta y cuatro mil trescientos cuarenta y siete pesos M/cte. ($2.734.347).
92. A título de daño emergente, solicitó que se condenara a la demandada a pagar al demandante la suma de cuatro millones ochocientos mil pesos ($4.800.000) Mcte., equivalente a los gastos en que tuvo que incurrir el demandante con ocasión de la detención ilegal de que fue objeto. Al respecto, el demandante aportó una certificación del abogado Fermín Camargo Moreno, identificado con la C.C. 79.576.818 de Bogotá y T.P. 94150 del C. S. de la J. quien afirmó haber recibido por concepto de honorarios profesionales el dinero arriba referido, sin embargo, no consta en el expediente su actuación como defensor de la causa penal del actor, de tal modo que pueda corroborarse lo dicho con lo certificado, razón que impide que este concepto sea reconocido en la sentencia.
8. Por concepto de perjuicios morales, solicitó el equivalente a dos mil gramos oro, o su equivalente en salarios mínimos legales mensuales vigentes, es decir, 200 S.M.L.M.V. a título de perjuicio moral. De una parte, aclara la Sala que para establecer el monto de la indemnización se tendrá en cuenta la pauta trazada a partir de la Sentencia del 6 de septiembre de 2001, expedientes n.º 13.232 y 15.646 en las que se fijaron dichos conceptos en salarios mínimos mensuales vigentes como pautas de resarcimiento del perjuicio de orden moral, dejando a un lado la tasación que hasta la fecha se efectuaba con base en el valor del gramo de oro, con miras a dar cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 16 de la Ley 446 de 1998 y 178 del Código Contencioso Administrativo, que ordenan la reparación integral y equitativa del daño.    
93. Por otra parte, en relación con la cuantificación del perjuicio, para preservar garantizar el derecho de igualdad entre quienes acuden a la jurisdicción de lo contencioso administrativo con pretensiones similares, recientemente, mediante sentencia de 28 de agosto de 2014, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado estableció algunos criterios o baremos que deben ser tenidos en cuenta por el juzgador al momento de decidir el monto a indemnizar en razón de los perjuicios morales causados con ocasión de la privación injusta de la libertad, sin perjuicio de que puedan ser modificados cuando las circunstancias particulares del caso así lo exijan. Se dijo: 
Ahora bien, en los casos de privación injusta de la libertad se reiteran los criterios contenidos en la sentencia de 28 de agosto de 2013, proferida por la Sala Plena de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativa –radicación No. 25.022– y se complementan los términos de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Sección Tercera en los términos del cuadro que se incorpora a continuación:
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Así pues, la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido de establecer los parámetros para cuantificar la indemnización por perjuicios morales derivados de la privación injusta de la libertad de un ciudadano, teniendo en cuenta para el efecto el período de privación de tal Derecho Fundamental y el nivel de afectación, esto es de cercanía afectiva entre la víctima directa del daño y aquellos que acuden a la Justicia en calidad de perjudicados o víctimas indirectas, según el gráfico antes descrito
. 
94. Ahora bien, según la demanda el señor Luis Andrés Díaz Cardona fue detenido el 1 de diciembre de 2003 y liberado el 26 de marzo de 2004, sin embargo, de lo demostrado en el plenario a través de la resolución de preclusión de la investigación que refirió la providencia que ordenó la detención preventiva y aquellas certificadas por el INPEC, esto sucedió del 11 de diciembre de 2003 al 26 de marzo de 2004, esto es, por un periodo superior a 3 meses e inferior a 6 meses (3.5 meses en total), razón por la que considera la Sala procedente indemnizar los perjuicios morales que sufrió en suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales. 
95. Adicionalmente, el señor Díaz Cardona solicitó la suma dos mil gramos oro, o su equivalente, doscientos 200 s.m.l.m.v., como resarcimiento del daño a la vida de relación de que fue objeto. Al respecto, se tiene conforme a consideraciones precedentes, este concepto ya no se indemniza en gramos oro sino en salarios mínimos legales; de otra parte, se tiene que la sentencia de 28 de agosto de 2014 antes mencionada, trae un acápite en donde el antes denominado “alteración grave a las condiciones de existencia” fue modificado para subsumirlo como un daño a la salud, el cual debe ser acreditado, según se cita:
En los casos de reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos en la sentencia de unificación del 14 de septiembre de 2011, exp. 19031, proferida por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo, y se complementan los términos de acuerdo con la evolución jurisprudencial de la Sección Tercera. La indemnización, en los términos del fallo referido está sujeta a lo probado en el proceso, única y exclusivamente para la víctima directa, en cuantía que no podrá exceder de 100 S.M.L.M.V, de acuerdo con la gravedad de la lesión, debidamente motivada y razonada, conforme a la siguiente tabla: 
	PARACION DEL DAÑO A LA SALUD

	REGLA GENERAL

	Gravedad de la lesión
	Víctima directa

S.M.L.M.V.

	Igual o superior al 50%      
	100

	Igual o superior al 40% e inferior al 50%
	80

	Igual o superior al 30% e inferior al 40%
	60

	Igual o superior al 20% e inferior al 30%
	40

	Igual o superior al 10% e inferior al 20%
	20

	Igual o superior al 1% e inferior al 10%
	10


Bajo este propósito, el juez debe determinar el porcentaje de la gravedad o levedad de la afectación corporal o psicofísica, debidamente probada dentro del proceso, relativa a los aspectos o componentes funcionales, biológicos y psíquicos del ser humano. Para lo anterior el juez deberá considerar las consecuencias de la enfermedad o accidente que reflejen alteraciones al nivel del comportamiento y desempeño de la persona dentro de su entorno social y cultural que agraven la condición de la víctima. Para estos efectos, de acuerdo con el caso, se considerarán las siguientes variables: 
- La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica (temporal o permanente) 
- La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra estructura corporal o mental.
 -La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al nivel de un órgano. 
- La reversibilidad o irreversibilidad de la patología. 
- La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o rutinaria. 
-Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad normal o rutinaria. 

- Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado. 

-Los factores sociales, culturales u ocupacionales. 
- La edad. 

-El sexo. 

-Las que tengan relación con la afectación de bienes placenteros, lúdicos y agradables de la víctima. 

-Las demás que se acrediten dentro del proceso.

96. En ese sentido, el actor demostró mediante pruebas testimoniales haber padecido una afectación a su salud que al parecer fue diagnosticada como paludismo, y sin embargo, no fue atendido por el servicio de sanidad, ni se le suministraron los medicamentos para el efecto, contrario a lo dicho por el INPEC según el cual, debido a la corta instancia del demandante, no solicitó la revisión médica. Sin embargo, considera la Sala que dicha afectación ocurrió de forma inherente al hecho de haber sido privado de la libertad razón por la cual la Sala estima procedente su indemnización en cuantía equivalente a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
97. MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL: en atención a las infracciones arriba mencionadas que unen a este caso con otros semejantes, relacionados como detenciones masivas y/o arbitrarias con ocasión del conflicto armado, la Nación-Fiscalía General de la Nación, sufragará las siguientes:
98. Medidas de satisfacción: publicación de la sentencia: consultando previamente el deseo de la víctima y el principio de consenso con esta, la Nación-Fiscalía General de la Nación, deberá con cargo a su presupuesto sufragar dos avisos, en el siguiente orden: (i) publicación en noticias “RCN televisión”, emisión del medio día, por ser el horario y el medio comunicativo en donde se difundieron las noticias incriminadoras que aquí se analizan; y (ii) pago en un diario nacional de amplia circulación nacional. Ambas publicaciones descritas serán efectuadas en un domingo que no podrá ser ulterior a seis meses (6) contados desde la ejecutoria de esta providencia  y cuyo contenido mínimo será el siguiente: (i) corporación judicial que emite la orden, número del proceso, demandantes y entidad condenada; (ii) breve resumen de los hechos que dieron origen a los daños causados; (iii) reproducción de la parte resolutiva de esta providencia; (iv) el ofrecimiento de disculpas por parte de la Fiscalía General de la Nación publicado en los términos y noticias referidas en los incisos (i), (ii) y (iii) de este párrafo. 
99. Actos simbólicos de reconocimiento:  En  los mismos  términos antes  referidos,  en caso de querer el beneficiario  de esta sentencia un  acto oficial  de  reconocimiento  de responsabilidad y ofrecimiento de perdón, la entidad  demandada  sufragará  la  realización  de un  evento  público  o privado  en  el  lugar  que  será  escogido  por el  señor  Díaz  Cardona y que podrá ser comunicado por directamente a la Fiscalía dentro de los seis (6) meses posteriores a la ejecutoria de la sentencia.
100. Si el demandante considera que su caso forma parte de una detención masiva y/o arbitraria en razón del conflicto armado, por haber sido vinculado un proceso penal por cuenta de la elaboración de informes de agentes estatales y posteriormente haber sido declarado en su favor el archivo de las diligencias, la cesación del procedimiento, la preclusión de la investigación, absolución, aplicación de indubio pro reo, o cualquier otra causal de libertad, sin que se haya comprobado las acusaciones contenida en informes, podrá solicitar y/o aportar directamente una copia física o magnética de su expediente al Centro Nacional de Memoria Histórica para de conservación de la memoria y el conocimiento de lo sucedido durante la guerra colombiana. 
VII. Costas 

101. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 
FALLA

REVOCAR la sentencia del 9 de diciembre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca por medio de la cual se denegaron las pretensiones del actor y en su lugar se dispone:
PRIMERO: DECLÁRESE administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación-Fiscalía General de la Nación de los daños sufridos por Luis Andrés Díaz Cardona con ocasión de la privación de la libertad de que fue objeto.
SEGUNDO: CONDÉNESE a la Nación-Fiscalía General de la Nación a pagar a favor de Luis Andrés Díaz Cardona, por concepto de perjuicios morales, el equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes en favor de Luis Andrés Díaz Cardona.

TERCERO: CONDÉNESE a la Nación-Fiscalía General de la Nación a pagar a favor de los demandantes por concepto de daño a la salud, el equivalente a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes en favor de Luis Andrés Díaz Cardona.
CUARTO: CONDÉNESE a la Nación-Fiscalía General de la Nación a pagar a favor de Luis Andrés Díaz Cardona por concepto de daño emergente, el equivalente a dos millones setecientos treinta y cuatro mil trescientos cuarenta y siete pesos M/cte. ($2.734.347).
QUINTO: CONDÉNESE a la Nación-Fiscalía General de la Nación a pagar con cargo a su presupuesto, las siguientes MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL:
Medidas de satisfacción: publicación de la sentencia: consultando previamente el deseo de la víctima y el principio de consenso con esta, la Nación-Fiscalía General de la Nación, deberá con cargo a su presupuesto sufragar dos avisos, en el siguiente orden: (i) publicación en noticias “RCN televisión”, emisión del medio día, por ser el horario y el medio comunicativo en donde se difundieron las noticias incriminadoras que aquí se analizan; y (ii) pago en un diario nacional de amplia circulación nacional. Ambas publicaciones descritas serán efectuadas en un domingo que no podrá ser ulterior a seis meses  (6)  contados  desde la ejecutoria  de  esta providencia  y cuyo contenido mínimo será el siguiente: (i) corporación judicial que emite la orden, número del proceso, demandantes y entidad condenada; (ii) breve resumen de los hechos que dieron origen a los daños causados; (iii) reproducción de la parte resolutiva de esta providencia; (iv) el ofrecimiento de disculpas por parte de la Fiscalía General de la Nación publicado en los términos y noticias referidas en los incisos (i), (ii) y (iii) de este párrafo. 
Actos simbólicos de reconocimiento: En los mismos términos antes referidos, en caso de querer el beneficiario de esta sentencia un acto oficial de reconocimiento de responsabilidad y ofrecimiento de perdón, la entidad demandada sufragará la realización de un evento público o privado en el lugar que será escogido por el señor Díaz Cardona y que podrá ser comunicado directamente a la Fiscalía dentro de los seis (6) meses posteriores a la ejecutoria de la sentencia.
Si el demandante considera que su caso forma parte de una detención masiva y/o arbitraria en razón del conflicto armado, por haber sido vinculado un proceso penal por cuenta de la elaboración de informes de agentes estatales y posteriormente haber sido declarado en su favor el archivo de las diligencias, la cesación del procedimiento, la preclusión de la investigación, absolución, aplicación de indubio pro reo, o cualquier otra causal de libertad, sin que se haya comprobado las acusaciones contenida en informes, podrá solicitar y/o aportar directamente una copia física o magnética de su expediente al Centro Nacional de Memoria Histórica para de conservación de la memoria y el conocimiento de lo sucedido durante la guerra colombiana. 
SEXTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.
SÉPTIMO: Sin condena en costas.
OCTAVO: Por secretaría EXPÍDANSE copias con destino a las partes,    con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, las cuales se entregarán a quien acredite estar actuando como apoderado judicial dentro del proceso.

NOVENO: Ejecutoriada la presente sentencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo.

DÉCIMO: REMITIR copia de esta providencia a la Jurisdicción Especial para la Paz y a la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, para lo de su respectivas competencias.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Magistrada (E) 
Presidenta de la Subsección

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado
� El 28 de noviembre de 2013, el Consejero Ramiro Pazos Guerrero manifestó su impedimento para decidir en esta etapa procesal por haber conocido del caso examinado en primera instancia, causal que el despacho ponente aceptó mediante auto de 9 de diciembre de 2013 (f. 218, 220, c. ppl.). 


� La Ley 270 de 1996 -vigente para el momento de interposición del recurso de apelación en el caso en estudio- desarrolló la responsabilidad del Estado en los eventos de error jurisdiccional, defectuoso funcionamiento de la administración de justicia y privación injusta de la libertad. En relación con la competencia funcional en el juzgamiento de las controversias suscitadas por tales asuntos, determinó que, en primera instancia, conocerían los Tribunales Administrativos y, en segunda instancia, el Consejo de Estado. Para tal efecto, consultar: Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, auto del 9 de septiembre de 2008, expediente 2008-00009, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2013, exp. 1996-00659 (25022), C.P. Enrique Gil Botero. En relación con la valoración de los recortes de prensa y los artículos periodísticos, consultar Sala Plena, sentencia de 29 de mayo de 2012, rad. 11001-03-15-000-2011-01378-00.


� [18] “A juicio de la Sala, el derecho a la indemnización por detención preventiva debe ser el mismo cuando el proceso termine no sólo por sentencia absolutoria, sino anticipadamente por preclusión de la investigación (art. 443) o auto de cesación de procedimiento (art. 36), por cuanto éstas son decisiones equivalentes a aquélla para estos efectos. Ver, por ejemplo, sentencia de 14 de marzo y 4 de mayo de 2002, exp: 12.076 y 13.038, respectivamente, y de 2 de mayo de 2002, exp: 13.449”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de abril de 2011, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-037 de 1996, exp. P.E.-008, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, sentencia del 19 de octubre 2011, exp. 1994-02193 (19151), C.P. Enrique Gil Botero.


[�] “Sobre el particular, consultar la sentencia del 4 de diciembre de 2006, expediente 13.168, M.P. Mauricio Fajardo Gómez”.


� Se recuerda que, de conformidad con el artículo 164 del Código Contencioso Administrativo, en la sentencia definitiva el juez de lo contencioso administrativo debe pronunciarse "sobre las excepciones propuestas y sobre cualquier otra que el fallador encuentre probada".


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de unificación del 17 de octubre de 2013, exp: 23354, actor: Luis Carlos Orozco Osorio, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Sección Tercera, Subsección A, sentencia de 24 de Marzo de 2011, exp. 19067, C.P.  Mauricio Fajardo Gómez.


� En este punto se retoman las consideraciones vertidas en la sentencia de la Subsección “B” de 30 de abril de 2014, exp. 27414, con ponencia de quien proyecta este fallo. 


� Sin que para efectos de la responsabilidad de los Estados y los individuos ante el Derecho Internacional por infracciones a los DD.HH y el DIH sea relevante si se trata de un conflicto armado internacional o no internacional, conforme a la doctrina del Comité Internacional de la Cruz Roja: “El Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario” (CICR, 2007).


� Expresión que por demás cosifica al ser humano y a quienes ostentan el estatus de combatientes al reducir su ontología e identidad a un símbolo y una cifra como muerto en confrontaciones, aspecto que de ninguna manera podría catalogarse jurídica y moralmente como “positivo”.


� Al respecto pueden consultarse la obra del ex Coronel del Ejército estadounidense e historiador de la guerra de Vietnam, Gregory A. Daddis, “No Sure Victory: Measuring U.S. Army Effectiveness And Progress In The Vietnam War” (2009), disponible en: � HYPERLINK "https://cdr.lib.unc.edu/indexablecontent?id=uuid:2ed34353-d863-46a5-bd90 43d0ae056740&ds=DATA_FILE" �https://cdr.lib.unc.edu/indexablecontent?id=uuid:2ed34353-d863-46a5-bd90 43d0ae056740&ds=DATA_FILE�; también, la crónica del ex general de guerra en Vietnam, Sorley Lewis: “A Better War: The Unexamined Victories and Final Tragedy of America” (1999).


� Así por ejemplo, el artículo 22 del Reglamento relativo a las leyes y costumbres de la guerra terrestre (H.IV.R) de 1907 dispone: “Los beligerantes no tienen un derecho ilimitado en cuanto a la elección de los medios de perjudicar al enemigo”.


� Un ejemplo es el El Tratado de Armisticio y Regularización de la Guerra, conocido como “Armisticio de Trujillo” de 1820 entre las fuerzas del Ejército Libertador de Bolívar y las ocupantes del Reino de España, representadas en Pablo Morillo; posteriormente, a finales del siglo 19 en el denominado “Código de Lieber” del expresidente Abraham Lincoln, establecía sanciones severas a quienes desconocieran que la guerra se debía librar únicamente entre fuerzas contendoras, pero no de cualquier manera. En ambos instrumentos se prohibió la guerra sin cuartel, las ofensas y tratos crueles contra los combatientes del bando contrario, así como los saqueos, ultrajes y ataques contra la población.


� Declaración de San Petersburgo (1868), preámbulo.


� Teniendo en cuenta que las conductas constitutivas de crímenes de guerra y de lesa humanidad ocurridos en los conflictos de Ruanda-África y Yugoslavia-Europa, hicieron inocuas las distinciones entre conflictos nacionales e internacionales. Consultar al respecto: � HYPERLINK "https://www.icrc.org/spa/resources/documents/misc/5tdpfn.htm" �https://www.icrc.org/spa/resources/documents/misc/5tdpfn.htm�. 


� Párr. 2, apdo. c) y e) inciso i).


� El artículo 29 del Reglamento relativo a las leyes y costumbres de la guerra terrestre (H.IV.R) de La Haya, (18 de octubre de 1907), dedica este apartado a la labor de los “espías”: “No puede considerarse como espía sino al individuo que obrando clandestinamente o con falsos pretextos recoja o trate de recoger informes en la zona de operaciones de un beligerante, con la intención de comunicarlos al enemigo. Por tanto, los militares sin disfraz que penetren a la zona de operaciones del ejército enemigo con el objeto de recoger informes no son considerados como espías.”


� Ver: https://www.icrc.org/spa/resources/documents/misc/5tdpfn.htm. 


� http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_325_esp.pdf. 


� Sobre este punto pueden apreciarse los informes de organizaciones defensoras de derechos humanos como el Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes de Estado-MOVICE con ocasión de la Operación Orión http://www.movimientodevictimas.org/?q=content/contin%C3%BAa-comisi%C3%B3n-de-esclarecimiento-en-la-comuna-13-de-medell%C3%ADn; también, las conclusiones que sobre estos hechos elaboró la “Comisión Internacional de Esclarecimiento sobre Graves Violaciones a los Derechos Humanos en la Comuna 13, 2002- 2003”, disponible, en: http://equitas.org.co/sites/default/files/biblioteca/20130705EscombreraRecTecnicasFinal.pdf. 


� “Por la cual se derogan y modifican algunas disposiciones del Decreto 2700 de 1991, y de los Decretos-leyes 2790 de 1990, 2271 de 1991, 2376 de 1991, Ley 65 de 1993, Ley 333 de 1996 y Ley 282 de 1996 y se dictan otras disposiciones”.


� M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� M.P. Álvaro Tafur Galvis.





� Toda vez que dicha negación de su valor probatorio fue reiterado mediante sentencia de Constitucionalidad C-1315 de 2000, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Reconocido en expedientes como el n.º 200012331000200800290 01 (41398), en sentencia de 8 de julio de 2016, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.


� Ver al respecto, los siguientes expedientes: 38612; 40218; 76001-23-31-000-2005-02285-01(38943); 81001-23-31-000-2009-00040-01(41689); 41842; 43499; y 41042.


� Ver al respecto, los siguientes expedientes: 19001-23-31-000-2008-10254-01(43651); 23001-23-31-000-2009-00160-01(40813); 27001-23-31-000-2008-00012-01(39257).


� Ver expediente nº. 25000-23-26-000-1997-05033-01(20420).


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, sentencia de 8 de julio de 2016 exp (41398), C.P. Ramiro Pazos Guerrero.


� Como fue el caso de la Comuna 13 de Medellín referida en la Operación Orión, supra, párr. 77.


� Para el caso del sujeto campesino y otras comunidades rurales, ver la sentencia T-025 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa sobre “estado de cosas inconstitucionales”.


� Ver al respecto, Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección “B”, sentencia de 30 de marzo de 20147, C.P. Danilo Rojas Betancourth (exp. 42426).


� Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, exp. 2002-02548 (36149), C.P. (E) Hernán Andrade Rincón.
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